TIERRAS

Ley 14.551 Traspaso de tierras a la Provincia de Jujuy 01 de agosto de 1949

Decreto 926/52 Buenos Aires, 16 de Enero de 1952.

Decreto Nº 18341/49. Reglamentación  Adjudicación de las Tierras Expropiadas por en la Provincia de Jujuy

Decreto-ley 12.969/56 Traspaso de tierras a las Provincias

Decreto 757/95 Instituto Nacional de Asuntos Indígenas. Adjudicación de tierras a comunidades indígenas del Chaco. BO, 7 de junio de 1995 

Ley 25.799 Politica Indigena y Apoyo a las Comunidades Aborígenes Modifícase el Capítulo VIII de la Ley Nº 23.302, referido a los Planes de Vivienda. Sancionada: Noviembre 5 de 2003. Promulgada de Hecho: Noviembre 28 de 2003.

Decreto 835/2004 Programa Arraigo. 6 de julio de 2004  y Resolución 3171/2004 Ministerio de Desarrollo Social

Ley 24.242 Tierras destinadas a las Comunidades Aborigenes del Pueblo Kolla. Sanción: 06/10/93 Boletin Oficial 02/11/93

Ley  25.325   Inmuebles Promulgada 13/09/2000  Publicada 11/10/2000 

Ley 25.549 Decláranse de utilidad pública y sujetas a expropiación con sus respectivos derechos de aguas, las tierras de Lapacho Mocho, departamento San Martín, provincia de Salta, que serán adjudicadas en propiedad comunitaria a la Comunidad Indígena del Pueblo Wichi Hoktek T'oi. Sancionada: Noviembre 28 de 2001. Promulgada de Hecho: Diciembre 27 de 2001.

Ley 25.811 Inmuebles Modificación de la Ley Nº 25.549 Sancionada: Noviembre 5 de 2003. Promulgada de Hecho: Noviembre 28 de 2003.

ECONOMIA

Resolución General 4120/96 Impuestos Dirección General Impositiva. Procedimiento. Agentes de información. Artículo 49 incisos a) y b) Ley del Impuesto a las Ganancias. Personas físicas y sucesiones indivisas. Su implementación. Bs. As., 5/2/96 

Resolución  315/1996   Ministerio de Trabajo y Seguridad Social  Programas de Empleo Agentes sanitarios indigenas  Promulgada 23/04/1996  Publicada 07/05/1996 

Resolución 213/2000 Programa Nacional de Turismo Rural Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación Bs. As., 10/5/2000

Decreto 1294/2001 Convenios de prestamo Apruébase un Modelo de Convenio de Préstamo a suscribirse con el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento, para la realización del "Proyecto de Desarrollo de las Comunidades Indígenas". Bs. As., 15/10/2001

Resolución 121/2003. Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social. Programa Jefes de Hogar. Bs. As., 6/3/2003

Resolución 145/2004 de agosto de 2004 Administración de Parques Nacionales. Co-Manejo.

Decreto  1041/2005   Ferias internacionales 11º Feria artesanal del mundo y de comunidades indígenas. Poder Ejecutivo Nacional (P.E.N.)  Promulgada 30/08/2005. Publicada 02/09/2005   

IMPUESTOS

Resolución  315/1996    Agentes sanitarios indigenas  
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social  Programas de Empleo Promulgada 23/04/1996  Publicada 07/05/1996 
Autorizase, a quienes se desempeñaron como agentes sanitarios indigenas y que realizaron tareas en las pcias. de Chaco y Formosa, el pago de la ayuda economica no remunerativa de los meses de enero y febrero de 1996.-
Resolución General 4120/96 Impuestos Dirección General Impositiva. 
Procedimiento. Agentes de información. Artículo 49 incisos a) y b) Ley del Impuesto a las Ganancias. Personas físicas y sucesiones indivisas. Su implementación. Bs. As., 5/2/96
Vistos y Considerandos
Resolución
Anexo I de la Resolucion General Nº 4120 (DGI), su modificatoria y sus complementarias (texto segun Resolucion General Nº 1777)
Anexo II - Resolucion General N° 4120 (Dgi), Sus Modificatorias Y Sus Complementarias (Texto Segun Resolucion General N° 1586)
Antecedentes Normativos
 
Vistos y Considerandos
Visto que los regímenes de información dispuestos por este Organismo facilitan la estructuración de sistemas, procedimientos y planes destinados a optimizar la acción fiscalizadora y el control de las obligaciones fiscales, y
Considerando:
Que razones de administración tributaria, aconsejan el establecimiento de un sistema a través del cual los sujetos comprendidos en el artículo 49, incisos a) y b) de la Ley del Impuesto a las Ganancias, texto ordenado en 1986 y sus modificaciones, deberán informar respecto de las personas físicas y sucesiones indivisas que tengan participación en el capital de las mismas, así como de otros sujetos que potencialmente exterioricen capacidad contributiva frente al impuesto sobre los bienes personales.
Que a dichos fines, se considerarán las acciones, cuotas, participaciones sociales, cuotas parte de fondos comunes de inversión y otros títulos valores representativos de capital social o equivalente, valuados de conformidad con las normas emanadas de la ley del mencionado impuesto sobre los bienes personales.
Que con tal motivo, procede reglar la forma, plazos y condiciones para el cumplimiento del régimen que se implementa por la presente resolución general.
Que por tanto se entiende necesario, disponer la utilización de un formulario que facilite el detalle de los datos requeridos, y consecuentemente habilitar el uso de soportes magnéticos en atención al número de sujetos a informar.
Que han tomado la intervención que les compete las Direcciones de Legislación y de Programas y Normas de Fiscalización.
Que la presente se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 7° de la Ley N° 11.683 texto ordenado en 1978 y sus modificaciones.
Por ello, El Director General de la Dirección General Impositiva resuelve:
Resolución
Artículo 1° — Los sujetos comprendidos en el artículo 49, incisos a) y b) —excepto las empresas unipersonales y las sociedades cooperativas— de la Ley de Impuesto a las Ganancias, texto ordenado en 1997 y sus modificaciones y los fondos comunes de inversión, quedan obligados a informar respecto de:
1. Las personas físicas y sucesiones indivisas —domiciliadas o radicadas en el país y en el exterior — que al 31 de diciembre de cada año resulten titulares o tengan participación en el capital social o equivalente (títulos valores privados —incluidas las acciones escriturales—, cuotas y demás participaciones sociales, cuotas partes de los fondos comunes de inversión).
2. Las sociedades, empresas, establecimientos estables, patrimonios de afectación o explotaciones domiciliados o, en su caso, radicados o ubicados en el exterior, que al 31 de diciembre de cada año resulten titulares o tengan la participación a que se refiere el punto anterior.
3. Los sujetos distintos de los mencionados en los puntos 1. y 2. precedentes, que tengan participación en el capital social o equivalente.
4. Los directores, gerentes, administradores, síndicos y miembros del consejo de vigilancia.
Se encuentran exceptuados de actuar como agentes de información los sujetos que se indican en el Anexo I de la presente a partir del período fiscal consignado en el mismo.
(Artículo sustituido por art. 1° inciso a) de la Resolución General N° 1586/2003 de la AFIP B.O. 3/11/2003).
Art. 2° — A los fines dispuestos en el artículo anterior, la información a suministrar estará referida al 31 de diciembre del año calendario a informar y contendrá los siguientes datos:
1. De tratarse de los sujetos mencionados en los puntos 1. y 2. del artículo 1°:
1.1. Nombres y apellido, clave única de identificación tributaria (C.U.I.T.) o código único de identificación laboral (C.U.I.L.) y domicilio. En caso de no poseerse las referidas identificaciones, corresponderá informar el tipo y número de documento cívico, o de tratarse de extranjeros cédula de identidad o pasaporte o, en su defecto, código de país según Anexo A de la Resolución General N° 3419, sus complementarias y modificatorias. Respecto de los sujetos mencionados en el punto 2. del artículo 1°, denominación y domicilio completos, así como el referido código de país.
1.2. Cantidad de acciones, cuotas y porcentaje de las demás participaciones sociales, y —en su caso— su valor nominal, y cantidad de cuotas parte de fondos comunes de inversión.
1.3. Valor de las acciones, cuotas, participaciones y cuotas parte, el que se establecerá de acuerdo con el procedimiento de valuación dispuesto en los incisos h) e i) del artículo 22 de la Ley N° 23.966, Titulo VI y su modificatoria (impuesto sobre los bienes personales) y sus normas reglamentarias.
1.4. Saldos acreedores para el agente de información, correspondiente a los sujetos a informar y que no fueron tenidos en cuenta a los efectos de determinar el valor previsto en el punto 1.3. precedente, por tener tratamiento igual al de un tercero.
2. De tratarse de los sujetos mencionados en el punto 3. del artículo 1°: Cantidad de acciones, cuotas, porcentaje de las demás participaciones sociales y su valor nominal, y cantidad de cuotas parte de fondos comunes de inversión, en forma global.
3. De tratarse de los sujetos mencionados en el punto 4. del artículo 1°:
3.1. Nombres y apellido, clave única de identificación tributaria (C.U.I.T.) o código único de identificación laboral (C.U.I.L.) y domicilio. En caso de no poseerse las referidas identificaciones, corresponderá informar el tipo y número de documento cívico, o de tratarse de extranjeros cédula de identidad o pasaporte.
3.2. Además de la información descripta precedentemente, se deberá indicar la fecha a partir de la cual han desarrollado en forma ininterrumpida esas funciones.
En los casos en que los sujetos a los que se refiere este punto sean, a su vez, titulares de participaciones societarias, deberán proporcionarse además a su respecto, los datos enumerados en el punto 1. precedente.
Art. 3° — Los agentes de información que revistan el carácter de sociedad anónima o en comandita por acciones, suministrarán los datos requeridos por las acciones al portador, conforme al siguiente procedimiento:
1. Identificando a quienes sean titulares de las citadas acciones al 31 de diciembre del año a informar, según los datos que sean de conocimiento de la sociedad.
2. En defecto de los datos mencionados en el punto anterior, identificando a los respectivos titulares de acuerdo con las constancias obrantes —en el año a informar—, en los registros de accionistas, de asistencia a asamblea o de depósito de acciones.
3. Las participaciones accionarias correspondientes a titulares que no pudieran ser identificados, en virtud de no poseer el agente de información, ni los datos, ni las constancias a que se refieren los puntos 1. y 2. anteriores, deberán ser informadas en forma global.
Art. 4° — La obligación de información deberá ser cumplimentada utilizando exclusivamente el programa aplicativo denominado "AFIP - DGI - Participaciones Societarias, Fondos Comunes De Inversion Y Fundaciones Y Asociaciones Civiles. - Versión 3 Release 0." cuyas características, funciones y aspectos técnicos para su uso se especifican en el Anexo II de esta resolución general, y la información generada a través de dicho programa —que podrá ser transferido de la página "web" de este organismo (http://www.afip.gov.ar)—, se proporcionará vía "Internet" mediante transferencia electrónica de datos, accediendo para ello a la citada página "web".
A los fines previstos en el párrafo anterior, las entidades obligadas a la presentación que no posean "Clave Fiscal" y que no hubieran recibido la notificación pertinente por parte de esta Administración Federal, para su incorporación al sistema de transferencia electrónica de datos conforme los términos del inciso a), del artículo 3° de la Resolución General N° 1345 y su modificatoria, deberán concurrir a la dependencia ante la cual se encuentren inscritas a fin de tramitar previamente la misma, según lo establecido en el inciso b) de la norma referida.
La presentación a que se refiere el presente artículo se efectuará hasta la fecha del año siguiente al que corresponde la información que, de acuerdo a la terminación de la Clave Unica de Identificación Tributaria (C.U.I.T.) del agente de información, se fija seguidamente:
	Terminación C.U.I.T.
	Fecha de Vencimiento

	0-1
	Hasta el 27 de julio, inclusive,

	2-3
	Hasta el 28 de julio, inclusive,

	4-5
	Hasta el 29 de julio, inclusive,

	6-7
	Hasta el 30 de julio, inclusive,

	8-9
	Hasta el 31 de julio, inclusive.


Cuando alguna de las fechas de vencimiento establecidas precedentemente coincida con día feriado o inhábil, la misma así como las posteriores, se trasladarán correlativamente al o a los días hábiles inmediatos siguientes.
(Artículo sustituido por art. 1° inciso b) de la Resolución General N° 1586/2003 de la AFIP B.O. 3/11/2003. Ver artículo 2° que establece: serán válidas las presentaciones —correspondientes al período 2002 y anteriores—, que los agentes de información efectúen hasta el 28 de noviembre de 2003, mediante el procedimiento y programa aplicativo que se sustituyen por la Resolución de referencia.).
Art. 5° — En aquellos casos en que la información se suministre mediante soportes magnéticos, se observarán las especificaciones técnicas y diseños de registros que al efecto disponga este Organismo.
Art. 6° — El incumplimiento total o parcial al régimen de información establecido por la presente, implicará la aplicación de las sanciones previstas en la Ley N° 11.683, texto ordenado en 1978 y sus modificaciones, y podrá dar lugar a la exclusión del agente de información del régimen dispuesto en las Resoluciones Generales Nros 3125 y 3337 y sus respectivas modificaciones.
Art. 7° — El régimen que se establece en esta resolución general, deberá ser cumplimentado a partir de la información correspondiente al 31 de diciembre de 1995, inclusive.
Art. 8° — Regístrese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. — Hugo Gaggero.
Anexo I de la Resolucion General Nº 4120 (DGI), su modificatoria y sus complementarias (texto segun Resolucion General Nº 1777)
(Anexo sustituido por art. 1° de la Resolución General N° 1777/2004 de la AFIP B.O. 30/11/2004).
Excepciones a la obligación de actuar como agentes de información
a) Asociaciones cooperadoras escolares con autorización extendida por autoridad pública, conforme a las normas del lugar de asiento de la entidad —artículo 1º de la Resolución General Nº 2642 (DGI)—.
b) Asociaciones, fundaciones y demás personas de existencia ideal sin fines de lucro, que destinen los fondos que administren y/o dispongan a la promoción de actividades hospitalarias bajo la órbita de la administración pública (nacional, provincial o municipal) y/o de bomberos voluntarios oficialmente reconocidos.
c) Comunidades indígenas inscritas en el Registro Nacional de Comunidades Indígenas (RENACI) creado por la Ley Nº 23.302, su modificatoria y su Decreto Reglamentario Nº 155/89, y asociaciones sin fines de lucro inscritas en la Inspección General de Justicia, siempre que destinen sus fondos al mantenimiento y fomento de la cultura indígena, cuyos integrantes resulten ser miembros activos de alguna comunidad aborigen, en los términos a que se refiere el artículo 75, inciso 17 de la Constitución Nacional.
d) Instituciones religiosas inscritas en el registro existente en el ámbito de la Secretaria de Culto de la Nación.
Anexo II - Resolucion General N° 4120 (Dgi), Sus Modificatorias Y Sus Complementarias (Texto Segun Resolucion General N° 1586)
(Anexo incorporado por art. 1° inciso d) de la Resolución General N° 1586/2003 de la AFIP B.O. 3/11/2003).
Programa Aplicativo "Afip Dgi - Participaciones Societarias, Fondos Comunes De Inversion Y Fundaciones Y Asociaciones Civiles - Versión 3 Release 0." Caracteristicas, Funciones Y Aspectos Tecnicos
La utilización del sistema "AFIP DGI - Participaciones Societarias, Fondos Comunes De Inversion Y Fundaciones Y Asociaciones Civiles - Versión 3 Release 0." requiere tener preinstalado el sistema informático "S.I.Ap. - Sistema Integrado de Aplicación - Versión 3.1. Release 2". Está preparado para ejecutarse en computadoras tipo AT 486 o superiores con sistema operativo Windows 95 o superior, con disquetera de Tres Pulgadas Y Media (3½") HD (1,44 Mb), 16 Mb de memoria Ram (recomendable 32 Mb) y disco rígido con un mínimo de 30 Mb disponibles.
El sistema permite:
1. Carga de datos a través del teclado o por importación de los mismos desde un archivo externo.
2. Administración de la información, por responsable.
3. Generación de archivos para su transferencia electrónica a través de la página "web" de este organismo (http://www.afip.gov.ar).
4. Impresión de la declaración jurada que acompaña a los soportes que el responsable presenta.
5. Emisión de listados con los datos que se graban en los archivos para el control del responsable.
6. Soporte de las impresoras predeterminadas por Windows.
7. Generación de soportes de resguardo de la información del contribuyente.
El sistema prevé un módulo de "Ayuda", al cual se accede con la tecla F1 o a través de la barra de menú, que contiene indicaciones para facilitar el uso del programa aplicativo.
El usuario deberá contar con una conexión a "Internet" a través de cualquier medio (telefónico, satelital, fibra óptica, cable módem o inalámbrica) con su correspondiente equipamiento de enlace y transmisión digital. Asimismo, deberá disponerse de un navegador (Browser) "Internet Explorer", "Netscape" o similar para leer e interpretar páginas en formatos compatibles.
En caso de efectuarse una presentación rectificativa, se consignarán en ella todos los conceptos contenidos en la originaria, incluso aquellos que no hayan sufrido modificaciones.
Antecedentes Normativos 
- Anexo I incorporado por art. 1° inciso c) de la Resolución General N° 1586/2003 de la AFIP B.O. 3/11/2003;
- Artículo 4° cuarto párrafo sustituido por art. 1° de la Resolución General N° 1481/2003 de la AFIP B.O. 9/4/2003.
Resolución 213/2000 Programa Nacional de Turismo Rural
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación Bs. As., 10/5/2000
Anexo Programa Nacional de Turismo Rural
1.1. Objetivos Generales
1.2. Objetivos Especificos
1.3. Alianzas Estrategicas
1.4. Actividades del Programa
Créase dicho Programa, orientado a diversificar los ingresos de los productores agropecuarios, cooperar con el desarrollo de las economías regionales creando empleo rural y promover el protagonismo de la mujer y los jóvenes en la empresa agropecuaria.
Visto el expediente Nº 800001245/2000 del registro de la Secretaria De Agricultura, Ganaderia, Pesca y Alimentacion, y
Considerando:
Que entre las competencias de la Secretaria De Agricultura, Ganaderia, Pesca y Alimentacion se encuentra la problemática del productor agropecuario así como la instrumentación de medidas tendientes al desarrollo rural regional.
Que en tal marco se ha detectado la necesidad de atender a la demanda de asistencia técnica y financiera de los productores agropecuarios que han manifestado interés en diversificar sus actividades.
Que una forma adecuada de dar respuesta a esta inquietud es a traves de la implementación de un Programa Nacional de Turismo Rural.
Que el diseño de una política en este sentido reviste interés para esta Secretaría dada la repercusión positiva que se espera lograr con la creación de nuevas fuentes de trabajo y la promoción de la transferencia de ingresos del sector urbano al sector rural.
Que ello, a su vez, supone un significativo aporte para mitigar los procesos de emigración que provocan desarraigos no deseables, así como para contribuir a rescatar la cultura rural.
Que la diversificación de la actividad rural a través del turismo rural puede ser encarada tanto por grandes establecimientos como por pequeños productores y comunidades indígenas, suponiendo para estos últimos un mejoramiento de la calidad de vida.
Que la Secretaria de Agricultura, Ganaderia, Pesca y Alimentacion y sus organismos dependientes han desarrollado actividades en materia de proyectos de turismo rural, entre las que se destacan el Crédito Orientado y Supervisado para la Producción Agropecuaria y Agroindustrial de la Región Patagónica, el Proyecto de Creación de las Rutas Alimentarias Argentinas, la actividad desplegada a través del Programa Social Agropecuario, así como el Proyecto de Creación de la Red Argentina de Turismo Rural (RATUR), el que fuera declarado de Interés Nacional por el Honorable Senado de la Nacion, y el Programa Cambio Rural ambos del Instituto Nacional de Tecnologia Agropecuaria (lNTA).
Que a efectos de conseguir un mayor impacto de las acciones emprendidas, es procedente crear un Programa en el ámbito de la Secretaria de Agricultura, Ganaderia, Pesca y Alimentacion para la implementación de proyectos específicos.
Que ha tomado la intervención que le compete la Direccion De Legales del Area De Agricultura, Ganaderia, Pesca y Alimentacion de la Direccion General De Asuntos Juridicos del Ministerio de Economia.
Que el suscrito es competente para dictar el presente acto administrativo en virtud de lo establecido en el artículo 1º, inciso a) del Decreto Nº 101 del 16 de enero de 1985 y en el Decreto Nº 2773 del 29 de diciembre de 1992 y sus modificatorios.
Por ello,
El Secretario de Agricultura, Ganaderia, Pesca y Alimentacion
Resuelve:
Artículo 1º — Créase el Programa Nacional de Turismo Rural en el ámbito de la Secretaria de Agricultura, Ganaderia, Pesca y Alimentacion, que se orientará conforme los lineamientos establecidos en el documento que como Anexo forma parte integrante de la presente resolución.
Art. 2º — Será Autoridad de Aplicación del presente Programa y coordinará sus acciones la Subsecretaria de Agricultura, Ganaderia, Pesca y Alimentacion, actuando la Direccion de Desarrollo Agropecuario como Secretaría Técnica del mismo.
Art. 3º — Desígnase al Ingeniero Agrónomo Dn. Ernesto Barrera, (D.N.I. Nº 11.372.252). funcionario del Instituto Nacional de Tecnologia Agropecuaria (INTA), adscripto a la Subsecretaria de Agricultura, Ganaderia, Pesca y Alimentacion, como Coordinador General del Programa Nacional de Turismo Rural quien se desempeñará en el cargo "ad honorem".
Art. 4º — La formulación, promoción y ejecución de los proyectos que se lleven a cabo en el marco del Programa creado en el artículo 1º de la presente resolución, deberán realizarse en forma coordinada con los Organismos de los Estados Nacional y Provinciales con incumbencia en la materia.
Art. 5º — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. — Antonio T. Berhongaray.
Anexo Programa Nacional de Turismo Rural
El Programa Nacional de Turismo Rural se crea con los siguientes objetivos:
1.1. Objetivos Generales
Diversificar los ingresos de los productores agropecuarios. 
Incorporar a la actividad agropecuaria todos los usos potenciales del suelo, incluyendo la comercialización de servicios sustentados en la naturaleza y la cultura.
Cooperar con el desarrollo de las economías regionales creando empleo rural. Promover el protagonismo de la mujer y los jóvenes en la empresa agropecuaria.
1.2. Objetivos Especificos
Crear y promover Distintivos de Calidad que mejoren la inserción comercial de la producción agropecuaria regional de alimentos y artesanías rurales.
Promover la comercialización de los servicios y de los bienes rurales en el sector turístico. 
Estimular la creación de estructuras asociativas en los distintos niveles jurisdiccionales. 
Capacitar a productores agropecuarios y personal rural para el desarrollo de esta nueva actividad.
Proponer una legislación agropecuaria moderna que incorpore la prestación de servicios en los predios agropecuarios.
1.3. Alianzas Estrategicas
Para el desarrollo de los objetivos del proyecto será necesario desenvolver una serie de alianzas estratégicas con otros organismos del Gobierno que pueden interesarse en la temática así como con organizaciones del sector privado.
Con la finalidad de apoyar la comercialización internacional de los servicios de los productores y de desenvolver lazos de cooperación técnica, se promoverán convenios de cooperación con organismos internacionales y con países amigos.
Organismos del Estado: Secretaria de Turismo, Ministerio De Trabajo. Empleo y formacion de Recursos Humanos, Ministerio de Educacion. Ministerio De Desarrollo Social y Medio Ambiente, Ministerio del Interior. Cobra particular importancia para el desarrollo de las estrategias de acción una participación activa de los Gobiernos Provinciales y Municipales 
Sector Privado: Red Argentina de Turismo Rural (RATUR) - Confederaciones Rurales Argentinas (CRA) – Confederacion Intercooperativa Agropecuaria (CONINAGRO) Sociedad Rural Argentina (SRA) –Federacion Agraria Argentina (FAA). Internacional: Union Europea, Italia, España y otros países con presencia inmigratoria en la Republica Argentina.
1.4. Actividades del Programa
Se prevén DOS (2) etapas en la ejecución del Programa. En la primera se diseñarán los proyectos específicos que le brindarán contenido, se promoverá la formalización de las Alianzas estratégicas y se detectarán las fuentes de financiamiento del programa.
En la segunda etapa se detallan algunas de las actividades que deberán ejecutarse como contenido central del Programa, a las que se sumarán las correspondientes a cada uno de los Proyectos que se aprueben.
1.4.1. Actividades preparatorias y formulación del Programa
Alianzas estratégicas: Las actividades del Programa Nacional de Turismo Rural se potenciarían significativamente con el accionar conjunto y/o coordinado de las diversas áreas del Gobierno que tienen lazos de competencia en la temática. Por ese motivo se propone que la Secretaria de Agricultura, Ganaderia, Pesca y Alimentacion firme convenios de cooperación con los siguientes organismos: Secretaria de Turismo, Ministerio de Trabajo, empleo y formacion de Recursos Humanos, Ministerio Del Interior, Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente, Secretaria de Cultura.
Diseño de los siguientes proyectos pilotos específicos: 
Proyecto Etnico de Turismo Rural (en Comunidad Mapuche). Proyecto Rutas Alimentarias Argentinas (RAA).
Proyecto Ecuestre.
Presentación del Programa en el Consejo Federal Agropecuario (CFA) para promover una activa participación provincial en el Programa.
Difusión del Programa en el ámbito de las entidades de los productores agropecuarios. 
Presentación del Programa Nacional de Turismo Rural en el interior del país.
Encuentro nacional de cocineros con el objetivo de aportar a la revalorización de la Cocina Regional Argentina sobre la base de los alimentos regionales.
Formulación definitiva del Programa Nacional de Turismo Rural.
1.4.2. Actividades básicas del Programa
Relevamiento de los recursos turísticos del área de influencia de cada Proyecto: productivos, culturales, históricos, escénicos, paleoarqueológicos, etc. Identificación de ejes temáticos. Desarrollo de circuitos.
Estudio comparado de la legislación nacional e internacional. Elaboración de una propuesta consensuada del Poder Ejecutivo Nacional que atienda a las peculiaridades del agro argentino.
Estudios económicos sobre el sector.
Relevamiento diagnostico de los establecimientos dedicados al turismo rural segmentándolos por las características de la oferta. Realizar contribuciones para su categorización de acuerdo a pautas de calidad.
Preparación de Proyectos de acuerdo a demandas específicas.
Diseño de una estrategia asociativa para comercializar y promover el producto.
Asesoramiento y capacitación de los participantes del Programa.
Decreto 1294/2001 Convenios de préstamo
Apruébase un Modelo de Convenio de Préstamo a suscribirse con el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento, para la realización del "Proyecto de Desarrollo de las Comunidades Indígenas". Bs. As., 15/10/2001
Visto el Expediente N° 10-01746/2000 del Registro del Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente, y el Modelo de Convenio de Préstamo para la realización del "Proyecto De Desarrollo de las Comunidades Indigenas" propuesto para ser suscripto entre la Republica Argentina y el Banco Internacional de Reconstruccion y Fomento, por un monto de Dolares Estadounidenses Cinco Millones (U$S 5.000.000), y
Considerando:
Que mediante el referido Convenio de Préstamo el Banco Internacional de Reconstruccion y Fomento (BIRF), se compromete a asistir financieramente a la Republica Argentina a fin de posibilitar la ejecución del Proyecto de Desarrollo de las Comunidades Indigenas. 
Que la ejecución del citado proyecto contribuirá a fortalecer la acción que viene desarrollando el Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente a través del Instituto Nacional de Asuntos Indigenas incorporado como organismo descentralizado al ámbito de la Secretaria de Desarrollo Social, en materia de fomento, promoción y desarrollo de las comunidades indígenas del país.
Que ha sido creada por Resolución N° 0254/01 del Ministerio de Desarrollo Social Y Medio Ambiente la Unidad Ejecutora del Proyecto en el ámbito del Instituto Nacional de Asuntos Indigenas. 
Que las condiciones generales, los plazos de amortización, períodos de gracia, tasas de interés, comisiones de compromiso y demás cláusulas contenidas en el Convenio de Préstamo propuesto para ser suscripto, son las usuales que se adoptan en este tipo de Convenios y resultan adecuadas a los propósitos y objetivos a los que está destinado el préstamo. 
Que la formalización de esta operación requiere que la Republica Argentina, por medio del Ministerio de Economia, suscriba el Convenio de Préstamo y toda su documentación complementaria.
Que la Direccion General de Asuntos Juridicos Del Ministerio De Economia Y La Direccion General De Asuntos Juridicos del Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente han tomado la intervención que les compete. 
Que de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley N° 11.672, Complementaria Permanente de Presupuesto (t.o. 1999), la Ley N° 25.148 y el artículo 99, inciso 1 de la Constitucion Nacional, el Poder Ejecutivo Nacional se encuentra facultado para aprobar operaciones de esta naturaleza, y someter eventuales controversias a la decisión de Tribunales Arbitrales.
Por ello,
El Presidente de la Nacion Argentina
Decreta:
Artículo 1° — Apruébase el Modelo de Convenio de Préstamo, que consta de Siete (7) Artículos, Cuatro (4) Apéndices y Dos (2) Anexos, a suscribirse entre la Republica Argentina y el Banco Internacional de Reconstruccion y Fomento, en adelante BIRF, por un monto de dolares estadounidenses cinco millones (U$S 5.000.000). El Modelo de Convenio de Préstamo en su versión en idioma inglés forma parte integrante del presente Decreto como Anexo l; su traducción legalizada al idioma español forma parte integrante del presente Decreto como Anexo ll; la copia autenticada de la versión original en idioma inglés de las Condiciones Generales Aplicables a los Convenios de Préstamo y de Garantía para Préstamos en una sola moneda del BIRF fechadas el 30 de mayo de 1995 y sus modificaciones hasta el 6 de octubre de 1999, formadas por DOCE (12) artículos y cincuenta y siete (57) secciones y su traducción legalizada al idioma español forman parte integrante del presente Decreto como Anexo III; la copia autenticada de las Normas Adquisiciones con Préstamos del Birf y Créditos de la Asociacion Internacional de Fomento (AIF) de enero de 1995, revisadas en enero y agosto de 1996, septiembre de 1997 y enero de 1999, en idioma español forman parte integrante del presente Decreto como Anexo IV y la copia autenticada de las Normas Selección y Contratación de Consultores por Prestatarios del Banco Mundial de enero de 1997, revisadas en septiembre de 1997 y enero de 1999, en idioma español forman parte integrante del presente Decreto como Anexo V.
Art. 2° — Facúltase al señor Ministro de Economia, o al funcionario o funcionarios que el mismo designe a suscribir, en nombre y representación de la Republica Argentina el Convenio de Préstamo con el BIRF y toda otra documentación adicional relativa al modelo que se aprueba en el Artículo 1° del presente Decreto.
Art. 3° — Facúltase al señor Ministro de Economia, o al funcionario o funcionarios que el mismo designe, a convenir y suscribir modificaciones al Modelo de Convenio de Préstamo que se aprueba en el Artículo 1° del presente Decreto, siempre que no constituyan cambios sustanciales al destino del Préstamo, resulten en un incremento de su monto o modifiquen el procedimiento arbitral pactado.
Art. 4° — La Dirección y Supervisión del proyecto estará a cargo de la Secretaria De Desarrollo Social del Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente a través del Instituto Nacional de Asuntos Indigenas de quien depende la Unidad Ejecutora del Proyecto, en adelante UEP, que contará con las facultades establecidas en la Resolución N° 0254/01 que la crea.
Art. 5° — Facúltase al Instituto Nacional de Asuntos Indigenas para atender las responsabilidades emergentes de la ejecución del Proyecto de Desarrollo de las Comunidades Indigenas cuyo Modelo de Convenio de Préstamo se aprueba por el Artículo 1° del presente Decreto.
Art. 6° — Facúltase a la UEP a realizar todas las adquisiciones y contrataciones de bienes y servicios que sean necesarias para llevar a cabo la ejecución del proyecto, de acuerdo a las Normas Adquisiciones con Préstamos del BIRF y Créditos de la AIF de enero de 1995, revisadas en enero y agosto de 1996, septiembre de 1997 y enero de 1999, a las Normas Selección y Contratación de Consultores por Prestatarios del Banco Mundial de enero de 1997, revisadas en septiembre de 1997 y enero de 1999 y al Artículo 72 de la Ley N° 11.672, Complementaria Permanente de Presupuesto (t.o. 1999). Asimismo, se autoriza a la UEP a suscribir contratos y/o convenios, a celebrarse en el marco del proyecto, con jurisdicciones provinciales y municipales y con organismos públicos y privados.
Art. 7° — La coordinación ejecutiva de la Unidad Ejecutora del Proyecto de Desarrollo de Las Comunidades Indigenas, será ejercida por un Director Nacional Ejecutivo que será designado por el Presidente del Instituto Nacional de Asuntos Indigenas.
Art. 8° — Los fondos de contrapartida que el Estado Nacional debe aportar para atender los compromisos que asume, en virtud del Modelo de Convenio de Préstamo que se aprueba por el Artículo 1° del presente Decreto, se imputarán a las partidas presupuestarias específicas de la Jurisdicción 85 - Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente.
Art. 9° — Comuníquese, publíquese, dése a la Direccion Nacional del Registro Oficial y archívese. — De La Rua. — Chrystian G. Colombo. — Juan P. Cafiero. — Domingo F. Cavallo.
Nota: Este Decreto se publica sin anexos. La documentación no publicada puede ser consultada en la Sede Central de esta Dirección Nacional (Suipacha 767 - Capital Federal).
Decreto 1294/2001 Convenios de préstamo
Apruébase un Modelo de Convenio de Préstamo a suscribirse con el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento, para la realización del "Proyecto de Desarrollo de las Comunidades Indígenas". Bs. As., 15/10/2001
Visto el Expediente N° 10-01746/2000 del Registro del Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente, y el Modelo de Convenio de Préstamo para la realización del "Proyecto De Desarrollo de las Comunidades Indigenas" propuesto para ser suscripto entre la Republica Argentina y el Banco Internacional de Reconstruccion y Fomento, por un monto de Dolares Estadounidenses Cinco Millones (U$S 5.000.000), y
Considerando:
Que mediante el referido Convenio de Préstamo el Banco Internacional de Reconstruccion y Fomento (BIRF), se compromete a asistir financieramente a la Republica Argentina a fin de posibilitar la ejecución del Proyecto de Desarrollo de las Comunidades Indigenas. 
Que la ejecución del citado proyecto contribuirá a fortalecer la acción que viene desarrollando el Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente a través del Instituto Nacional de Asuntos Indigenas incorporado como organismo descentralizado al ámbito de la Secretaria de Desarrollo Social, en materia de fomento, promoción y desarrollo de las comunidades indígenas del país.
Que ha sido creada por Resolución N° 0254/01 del Ministerio de Desarrollo Social Y Medio Ambiente la Unidad Ejecutora del Proyecto en el ámbito del Instituto Nacional de Asuntos Indigenas. 
Que las condiciones generales, los plazos de amortización, períodos de gracia, tasas de interés, comisiones de compromiso y demás cláusulas contenidas en el Convenio de Préstamo propuesto para ser suscripto, son las usuales que se adoptan en este tipo de Convenios y resultan adecuadas a los propósitos y objetivos a los que está destinado el préstamo. 
Que la formalización de esta operación requiere que la Republica Argentina, por medio del Ministerio de Economia, suscriba el Convenio de Préstamo y toda su documentación complementaria.
Que la Direccion General de Asuntos Juridicos Del Ministerio De Economia Y La Direccion General De Asuntos Juridicos del Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente han tomado la intervención que les compete. 
Que de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley N° 11.672, Complementaria Permanente de Presupuesto (t.o. 1999), la Ley N° 25.148 y el artículo 99, inciso 1 de la Constitucion Nacional, el Poder Ejecutivo Nacional se encuentra facultado para aprobar operaciones de esta naturaleza, y someter eventuales controversias a la decisión de Tribunales Arbitrales.
Por ello,
El Presidente de la Nacion Argentina
Decreta:
Artículo 1° — Apruébase el Modelo de Convenio de Préstamo, que consta de Siete (7) Artículos, Cuatro (4) Apéndices y Dos (2) Anexos, a suscribirse entre la Republica Argentina y el Banco Internacional de Reconstruccion y Fomento, en adelante BIRF, por un monto de dolares estadounidenses cinco millones (U$S 5.000.000). El Modelo de Convenio de Préstamo en su versión en idioma inglés forma parte integrante del presente Decreto como Anexo l; su traducción legalizada al idioma español forma parte integrante del presente Decreto como Anexo ll; la copia autenticada de la versión original en idioma inglés de las Condiciones Generales Aplicables a los Convenios de Préstamo y de Garantía para Préstamos en una sola moneda del BIRF fechadas el 30 de mayo de 1995 y sus modificaciones hasta el 6 de octubre de 1999, formadas por DOCE (12) artículos y cincuenta y siete (57) secciones y su traducción legalizada al idioma español forman parte integrante del presente Decreto como Anexo III; la copia autenticada de las Normas Adquisiciones con Préstamos del Birf y Créditos de la Asociacion Internacional de Fomento (AIF) de enero de 1995, revisadas en enero y agosto de 1996, septiembre de 1997 y enero de 1999, en idioma español forman parte integrante del presente Decreto como Anexo IV y la copia autenticada de las Normas Selección y Contratación de Consultores por Prestatarios del Banco Mundial de enero de 1997, revisadas en septiembre de 1997 y enero de 1999, en idioma español forman parte integrante del presente Decreto como Anexo V.
Art. 2° — Facúltase al señor Ministro de Economia, o al funcionario o funcionarios que el mismo designe a suscribir, en nombre y representación de la Republica Argentina el Convenio de Préstamo con el BIRF y toda otra documentación adicional relativa al modelo que se aprueba en el Artículo 1° del presente Decreto.
Art. 3° — Facúltase al señor Ministro de Economia, o al funcionario o funcionarios que el mismo designe, a convenir y suscribir modificaciones al Modelo de Convenio de Préstamo que se aprueba en el Artículo 1° del presente Decreto, siempre que no constituyan cambios sustanciales al destino del Préstamo, resulten en un incremento de su monto o modifiquen el procedimiento arbitral pactado.
Art. 4° — La Dirección y Supervisión del proyecto estará a cargo de la Secretaria De Desarrollo Social del Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente a través del Instituto Nacional de Asuntos Indigenas de quien depende la Unidad Ejecutora del Proyecto, en adelante UEP, que contará con las facultades establecidas en la Resolución N° 0254/01 que la crea.
Art. 5° — Facúltase al Instituto Nacional de Asuntos Indigenas para atender las responsabilidades emergentes de la ejecución del Proyecto de Desarrollo de las Comunidades Indigenas cuyo Modelo de Convenio de Préstamo se aprueba por el Artículo 1° del presente Decreto.
Art. 6° — Facúltase a la UEP a realizar todas las adquisiciones y contrataciones de bienes y servicios que sean necesarias para llevar a cabo la ejecución del proyecto, de acuerdo a las Normas Adquisiciones con Préstamos del BIRF y Créditos de la AIF de enero de 1995, revisadas en enero y agosto de 1996, septiembre de 1997 y enero de 1999, a las Normas Selección y Contratación de Consultores por Prestatarios del Banco Mundial de enero de 1997, revisadas en septiembre de 1997 y enero de 1999 y al Artículo 72 de la Ley N° 11.672, Complementaria Permanente de Presupuesto (t.o. 1999). Asimismo, se autoriza a la UEP a suscribir contratos y/o convenios, a celebrarse en el marco del proyecto, con jurisdicciones provinciales y municipales y con organismos públicos y privados.
Art. 7° — La coordinación ejecutiva de la Unidad Ejecutora del Proyecto de Desarrollo de Las Comunidades Indigenas, será ejercida por un Director Nacional Ejecutivo que será designado por el Presidente del Instituto Nacional de Asuntos Indigenas.
Art. 8° — Los fondos de contrapartida que el Estado Nacional debe aportar para atender los compromisos que asume, en virtud del Modelo de Convenio de Préstamo que se aprueba por el Artículo 1° del presente Decreto, se imputarán a las partidas presupuestarias específicas de la Jurisdicción 85 - Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente.
Art. 9° — Comuníquese, publíquese, dése a la Direccion Nacional del Registro Oficial y archívese. — De La Rua. — Chrystian G. Colombo. — Juan P. Cafiero. — Domingo F. Cavallo.
Nota: Este Decreto se publica sin anexos. La documentación no publicada puede ser consultada en la Sede Central de esta Dirección Nacional (Suipacha 767 - Capital Federal).
Resolución 121/2003. 
Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social. Programa Jefes de Hogar. Bs. As., 6/3/2003
Integración de los Consejos Consultivos de las Comunidades Indígenas en el circuito de evaluación, aprobación de proyectos, gestión y ejecución del mencionado Programa.
Visto el Artículo 75 inciso 17 de la Constitución Nacional, la Ley N° 23.302, los Decretos Nros. 357 de fecha 21 de febrero de 2002, 565 de fecha 3 de abril de 2002 y 39 de fecha 7 de enero de 2003; las Resoluciones M.T.E. y S.S. Nros. 312 de fecha 18 de abril de 2002 y sus modificatorias, y
Considerando:
Que por el Artículo 75 inciso 17 de la Constitución Nacional se indica como atributo-deber del Congreso Nacional el reconocimiento de la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas argentinos, de la personería jurídica de sus comunidades y la posesión y propiedad comunitarias de las tierras que tradicionalmente ocupan, así como el asegurar su participación en la gestión referida a sus recursos naturales y a los demás intereses que los afecten.
Que la Ley N° 23.302 estableció el reconocimiento de la personería jurídica de las comunidades indígenas mediante su inscripción en el Registro de Comunidades Indígenas, creada por esa misma norma.
Que por el Decreto N° 565/02 se creó el Programa Jefes de Hogar destinado a jefes o jefas de hogar con hijos de hasta dieciocho (18) años de edad, o discapacitados de cualquier edad, o a hogares donde la jefa de hogar o la cónyuge, concubina o cohabitante del jefe de hogar se hallare en estado de gravidez, todos ellos desocupados y que residan en forma permanente en el país.
Que por el Decreto N° 39/03 se prorrogó el Programa Jefes de Hogar hasta el 31 de diciembre de 2003.
Que atento al reconocimiento de su preexistencia, el Estado Nacional se encuentra obligado a considerar a la comunidades indígenas como entidades territoriales diversas de los municipios y las comunas, con su propia organización y tradiciones, corresponde incorporarlas al circuito de evaluación y aprobación de los proyectos a ejecutarse en el marco del Programa Jefes de Hogar.
Que a los fines de garantizar el status jurídico correspondiente a las comunidades indígenas, y propender a la diversidad cultural en la ejecución de la política pública de empleo, es conveniente su inserción en el citado Programa Jefes de Hogar como Consejos Consultivos de las Comunidades Indigenas, con funciones y atribuciones similares a las de los consejos consultivos municipales o comunales, respetando la competencia que estos últimos poseen en virtud del artículo 9° del Decreto N° 565/02.
Que la presente se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por los Decretos Nros. 565/02 y 39/03.
Por ello, La Ministra de Trabajo, Empleo y Seguridad Social Resuelve:
Artículo 1° — Integrar al circuito de evaluación y aprobación de proyectos y de gestión y ejecución del Programa Jefes de Hogar, a los Consejos Consultivos de las Comunidades Indigenas.
Art. 2° — Los mencionados Consejos Consultivos de las Comunidades Indigenas tendrán las siguientes facultades:
a) Evaluar y aprobar proyectos de actividades comunitarias y de capacitación y los antecedentes del organismo ejecutor en cada caso;
b) Solicitar conjuntamente con el Consejo Consultivo Municipal la incorporación de beneficiarios de su comunidad al Programa Jefes de Hogar;
c) Solicitar conjuntamente con el Consejo Consultivo Municipal correspondiente a su jurisdicción, las bajas de beneficiarios de su comunidad frente al incumplimiento de los requisitos o condiciones de participación en el Programa Jefes de Hogar;
d) Promover en sus comunidades integrantes el Programa Jefes de Hogar;
e) Recibir denuncias de irregularidades en el desarrollo y ejecución del Programa Jefes de Hogar en sus comunidades y tramitarlas con el Consejo Consultivo Municipal correspondiente en forma conjunta;
f) Ejercer el control sobre la participación de los beneficiarios de sus comunidades en el Programa Jefes de Hogar, y del desarrollo de los proyectos aprobados en su seno, informando a la Gerencia de Empleo y Capacitacion Laboral de cualquier irregularidad que hubiera detectado a su respecto;
g) Proponer iniciativas para la optimización de la ejecución del Programa Jefes de Hogar.
En orden a la observancia de las facultades correspondientes a los Consejos Consultivos de las Comunidades Indigenas, no se tramitarán actuaciones referentes a los beneficiarios integrantes de las mismas ni a los proyectos localizados en ellas, sin su participación.
Art. 3° — Los Consejos Consultivos de las Comunidades Indigenas se conformarán con representantes de las Comunidades Indígenas de cada provincia o localidad, y deberán notificar su constitución inmediatamente a la Direccion Nacional del Sistema Federal de Empleo y a los Gobiernos provinciales y municipales que correspondan, a los efectos de comenzar sus actividades en el marco del Programa Jefes De Hogar.
Art. 4° — Regístrese, comuníquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial para su publicación, remítase copia autenticada al Departamento Biblioteca y archívese. — Graciela Camaño.
Decreto  1041/2005   
Ferias internacionales 11º Feria artesanal del mundo y de comunidades indígenas. 
Poder Ejecutivo Nacional (P.E.N.)  
Promulgada30/08/2005. Publicada 02/09/2005   
Exímase del pago del derecho de importación y demás tributos a los productos originarios y provenientes de los países participantes en la "11ª feria artesanal del mundo y de comunidades indígenas", organizada en la ciudad de Santa Fe.
Decreto  1044/2005   
Adhesiones oficiales Expo Union de las naciones y de los pueblos indigenas  
Poder Ejecutivo Nacional (P.E.N.)  
Promulgado 30/08/2005  Publicado 01/09/2005 
Exímase del pago del derecho de importación y demás tributos a los productos originarios y provenientes de los países participantes en la “Expo unión de las naciones y de los pueblos indígenas”, a desarrollarse en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
DECLARACIONES

(orden cronológico descendente)

Declaración Qompi Sosa. 

Derecho de los pueblos indigenas, medio ambiente y derechos humanos En el territorio del Pueblo Pilagá en la sede de la Comunidad Qompi Sosa de la Localidad de Pozo del Tigre, Provincia de Formosa, en los días 4, 5 y 6 de Marzo de 2004

Declaración de Buenos Aires sobre el registro de la propiedad intelectual indígena.  Buenos Aires, Argentina 21 de Febrero de 2003

Declaración de Popa 2. Comunidad de Popa 2, Corregimiento de Punta Laurel, Bocas del Toro, Panamá, a los 25 días del mes de octubre de 2002

Declaración de San José del Consejo Indígena Mesoamericano Dado en San José, Costa Rica, el 27 de octubre de 2002

Declaración de Sasaima.  Sasaima (Colombia), 17 de septiembre de 2001.

Declaración del Foro Internacional Indígena sobre Biodiversidad en el Grupo de Trabajo abierto intersesional sobre acceso y distribución de beneficios. Bonn, Alemania, 22-26 de octubre de 2001

Declaración de Durban Sobre la Discriminación. Durban, Sudafrica, mayo de 2001

Declaracion del III Encuentro Continental de Mujeres Indígenas. Panamá, 8 de marzo de 1999

Manifiesto del pueblo aymara. El proyecto binacional de regulación y aprovechamiento de las aguas de la cuenca del lago Titikaka.  Taipiqala Tripartito, 8 de julio de 1998

Derecho de los pueblos indígenas, medio ambiente y derechos humanos

En el Taller Interdisciplinario sobre Derecho de los Pueblos Indígenas, Medio Ambiente y Derechos Humanos" auspiciado por la Fundación CEDHA "Centro de Derechos Humanos y Medio Ambiente" y organizado por Juveindigena Asociación de la Juventud Indígena Argentina, siendo el anfitrión el Cacique Don Ernesto Gómez, quien nos cobijo en su hogar. Los talleres se desarrollaron en el salón de la Escuela Nro. 401 de la Comunidad Qompi Sosa.

Comunidad Indigena Qompi Sosa- Localidad Pozo del Tigre

Provincia de Formosa

En el territorio del Pueblo Pilagá en la sede de la Comunidad Qompi Sosa de la Localidad de Pozo del Tigre, Provincia de Formosa, en los días 4, 5 y 6 de Marzo de 2004.

Nosotros reunidos, hermanos de distintos pueblos indígenas: Mapuches, Ava Guarani, Tupi Guarani, Tonocoté, Wichis, Toba Qom, Pilagá, Kollas, Omaguacas en Asamblea y con voz unánime, HACEMOS UN LLAMADO A LA UNIÓN DE LOS PUEBLOS!!! 

Considerando que:

Preocupados por los impactos ambientales negativos en nuestras tierras y territorios debido a, entre otras cosas, la realización de proyectos de desarrollo como:

La explotación minera en territorios indígenas en las Comunidades de Orosmayo, Liviara, región de la puna de Jujuy.

La explotación de hidrocarburos en los territorios de las comunidades Wichis (Tartagal- Salta), Mapuches en Loma La Lata- Neuquén.

La explotación forestal en el territorio de las Comunidades Wichi (Tartagal- Salta) y Mapuches (Los Repollos- Rio Negro)

la ejecución de proyectos turísticos en territorios indigenas que se desarrollan en el cerro Belvedere (Villa La Angostura, provincia de Neuquén), territorio ancestral del Lof Paichil Antreao, del pueblo mapuche.

la construcción de caminos como el Proyecto Ruta 28 que inundara el territorio de las Comunidades del Pueblo Pilagá "El Descanso" "Campo del Cielo" entre otras.

el paso de gasoductos por el territorio de las Comunidades de: Tinkunaku, Finca Santiago, Cianzo, Aparzo entre otras (Jujuy y Salta) y por otras Comunidades Wichis, Pilagás, Tobas de las Provincias de Chaco y Formosa

Todos estos, proyectos que se llevan a cabo sin participación, sin consulta previa y sin nuestro consentimiento informado, en clara violación a nuestros derechos humanos, afectando de esta manera nuestra existencia indisolublemente unida al territorio del que formamos parte. 

Preocupados por el constante despojo de nuestras tierras y territorios como en el caso de la Comunidad Tonocoté de Cazadores en la Departamento San Martín Provincia de Santiago del Estero, que fue victima de la usurpación de su territorio por parte de presuntos compradores que a pesar de nuestras gestiones judiciales están hoy construyendo instalaciones, fabricando hornos, y realizando tala de árboles con topadoras.

Preocupados porque en varias Provincias se aplica legislación confusa y contradictoria que atenta contra la forma de organización tradicional de los pueblos indígenas.

Preocupados por la problemática relacionada con el hecho de que muchas tierras y territorios de los Pueblos Indígenas, por su gran biodiversidad y belleza paisajísticas, hoy forman parte de Parques Nacionales u otras áreas protegidas, como es el caso de la declaración por la UNESCO de Patrimonio de la Humanidad de la Quebrada de Humahuaca , la declaración de Reserva de la Biosfera de las Yungas efectuada por la UNESCO RBY, el Parque Nacional Calilegua, entre otros. Constatándose que en todos los casos, bajo la aparente protección o tratamiento extraordinario, se restringe el ejercicio de toda actividad tradicional negando nuestros derechos sobre el territorio.

Preocupados porque nuestros sitios sagrados hoy están siendo utilizados para la atracción turística, en algunos casos como parte de un museo y en otras casos se ejecutan obras de infraestructura sobre nuestros cementerios, como en el caso de la Comunidad de Cáspala ( Departamento de Tilcara- Jujuy).

Constatando que es una realidad que se están realizando modificaciones genéticas a la agrobiodiversidad que hemos heredado de nuestros ancestros, a causa de:

La introducción de semillas modificadas genéticamente en territorios indígenas, agravándose con la introducción de GURTs o las semillas esterilizadas.

La realización de estudios de modificación genética a través de la creación de Bancos de Germoplasma, como es el caso de la creación de un Banco de Germoplasma de la variedad de papas ancestrales que se han desarrollado en la Quebrada de Humahuaca (Provincia de Jujuy).

Nuestra agrodiversidad -que conservamos y se viene transmitiendo de generación en generación- son el sustento de nuestra existencia y salud.

Existen casos actuales de biopirateria como el que padecen los hermanos Tonocotes donde la Universidad Nacional local de la Provincia de Santiago del Estero ha emprendido junto a una empresa privada un proyecto de bioprospección de conocimientos tradicionales sobre medicinas sin consulta ni consentimiento.

Afirmamos que quienes venimos siendo victimas de violaciones sistemáticas a nuestro derecho a gozar de un medio ambiente sano, lo somos también de violaciones a otros derechos humanos como son el derecho a la vida, a la participación, a la libre determinación de los pueblos, al acceso al agua potable, a una vivienda digna, a la educación, a la no discriminación.

Considerando que la legislación medioambiental es una herramienta válida, creemos también que existe la necesidad de que la legislación de preservación del ambiente respete los derechos de los pueblos indígenas. 

Afirmando que es una realidad que se desconocen los aportes de los pueblos indígenas al desarrollo sostenible del medioambiente y la biodiversidad.

Por todo ello, elevamos el siguiente petitorio refrendado por las autoridades y representantes indígenas presentes:

1. Instamos el respeto a nuestras identidades como pueblos indígenas que habitamos el suelo argentino y el cumplimiento efectivo de los tratados internacionales de derechos humanos y biodiversidad, como el Convenio 169 de la OIT "Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en países independientes", el Convenio de Diversidad Biológica, la Constitución Nacional artículos 75 inciso 17, 41 y 43 y la ley General de Ambiente. 

2. Instamos que en los casos en que territorios de pueblos indígenas hayan sido declarados Parques Nacionales se debe implementar la restitución de esos territorios, tomando como primer paso la implementación de políticas efectivas de co-manejo en los parques que afectan territorio de los pueblos indígenas, de la misma forma en que se está llevando adelante en el caso Parque Nacional Lanin, (Provincia de Neuquén). 

3. Exigimos al Gobierno de la Provincia de Jujuy cumplir con el Convenio sobre regularización de Tierras Fiscales, efectuando la titularización inmediata de las tierras y territorios de las Comunidades Indígenas. 

4. Exigimos al Gobierno Provinciales a que proceda a revisar su legislación con la plena y efectiva participación de las Comunidades Indígenas referida al reconocimiento de las formas de organización de los Pueblos Indígenas y sus Comunidades, acorde con el articulo 75 inciso 17 de la Constitución Nacional 

5. Exigimos a los gobiernos nacional, provinciales y locales garantizar el derecho a un ambiente sano de las Comunidades Indígenas, realizando con la plena y efectiva participación de las comunidades, consultas informadas y de buena fe previas a la implementación de proyectos de desarrollo en nuestros territorios o de otros programas de desarrollo. Por lo tanto, exigimos se haga efectivo nuestro derecho a la consulta y participación efectiva como lo reconoce el Convenio 169 de la OIT, el Convenio de Diversidad Biológica y sus resoluciones y los artículos 41, 43 y 75 inciso 17 de nuestra Constitución Nacional. 

6. Exigimos al Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero respetar y reconocer el derecho a la tierra y el territorio del Pueblo Tonocote, en particular de la Comunidad "Cazadores". 

7. Instamos a las Provincias a adecuar su normativa al Convenio 169 de la OIT, al artículo 75 inciso 17 de la Constitución Nacional e implementar con la plena y efectiva participación de los pueblos indígenas normas que reconozcan nuestras formas de organización tradicionales. De esta manera no estaríamos obligados a constituirnos como asociaciones civiles que atentan a nuestras formas de organización. 

8. Instamos al Comité de Gestión de Reserva de la Biosfera de las Yungas y a la Comisión de Sitio del Patrimonio de la Humanidad de la Quebrada de Humahuaca, a garantizar la plena y efectiva participación en todas las instancias de toma de decisiones de las Comunidades Indígenas. 

9. Exigimos el todos aquellos que vayan a realizar proyectos de desarrollo en territorios indigenas ha realizar consultas de buena fe y obtener el consentimiento informado previo de las Comunidades. 

10. Hacemos un llamado al cumplimiento de la ley para la devolución de nuestros objetos sagrado que hoy se encuentran en Museos sin nuestro consentimiento. 

11. Instamos a las entidades involucradas en el proyecto de investigación biotecnologica sobre nuestros alimentos, como la creación de bancos de germoplasma o de modificacion geneticas, a no continuar con el mismo sin el consentimiento informado previo de las Comunidades Indígenas. 

12. Solicitamos al Estado Nacional, Gobiernos Provinciales y a las organizaciones no gubernamentales e intergubernamentales -FAO- a apoyarnos financieramente en la realización de un evento nacional sobre "Los impacto de la introducción de la nuevas biotecnologías, GURTs en territorios indígenas", ya que actualmente los pueblos indígenas agricultores no contamos con toda la información de esta nueva tecnología. 

13. Instamos al Gobierno Nacional ha implementar con la consulta y participación efectiva de todos los pueblos indígenas y sus comunidades mecanismos de protección para los conocimientos tradicionales de manera urgente, para evitar la biopirateria. 

14. Exigimos a los Gobiernos Nacional y provinciales garantizar los derechos humanos de las Comunidades Indígenas en cumplimiento de la Constitución Nacional y los tratados internacionales de derechos humanos, proveyendo, por ejemplo agua potable suficiente, implementando programas de becas, designando maestros bilingües ("menas" en el caso de Formosa). 

15. Instamos a los Gobiernos y a las organizaciones no gubernamentales ha implementar programas de formación en derechos humanos y derecho de los pueblos indígenas, sobre todo a los dirigentes y jóvenes indígenas 

16. Solicitamos a las Organizaciones Medioambientalistas a que se continúen realizando talleres sobre medio ambiente con el objetivo de que las Comunidades indígenas nos informemos sobre las herramientas que brinda esta disciplina. 

17. Exigimos al Estado Nacional que la legislación medio ambiental se adecue a los reconocimientos de derechos de los pueblos indígenas y a la protección de nuestra identidad. Ejemplo de ello es la legislación de áreas protegidas. 

18. Exigimos al Estado Nacional la pronta adaptación del Código de Minería al Convenio 169 de la OIT "Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en paises independientes" aprobado por ley 24071. 

19. Las Mujeres Indígenas presentes, fundamos la Comisión Nacional de Mujeres Indígenas -CONAMIRA - con el objetivo de organizarnos, fortalecernos mutuamente, a través del intercambio de experiencias, crear propuestas y trabajar para lograr soluciones a nuestros problemas. Sumar e invitar a más mujeres indígenas, hacer conocer nuestras voces y propuestas en el ámbito nacional e internacional 

20. Solicitamos a los Municipios, a las Provincias, al Gobierno Nacional especialmente -a través del Consejo Nacional de Mujeres y el Instituto Nacional de Asuntos Indígenas-, a los organismos regionales -OEA, OPS, BID, CEPAL- a los organismos internacionales -ONU, UNIFEM, BM, PNUD, PNUMA, GEF, CEDAW, entre otras- a las Organizaciones No Gubernamentales, Agencias de Cooperación a apoyar a la Comisión Nacional de Mujeres Indígenas CONAMIRA. 

Dado en la Comunidad Qompi Sosa, a los 6 días de Marzo de 2004.

Derecho de los pueblos indígenas, medio ambiente y derechos humanos

En el Taller Interdisciplinario sobre Derecho de los Pueblos Indígenas, Medio Ambiente y Derechos Humanos" auspiciado por la Fundación CEDHA "Centro de Derechos Humanos y Medio Ambiente" y organizado por Juveindigena Asociación de la Juventud Indígena Argentina, siendo el anfitrión el Cacique Don Ernesto Gómez, quien nos cobijo en su hogar. Los talleres se desarrollaron en el salón de la Escuela Nro. 401 de la Comunidad Qompi Sosa.

Comunidad Indigena Qompi Sosa- Localidad Pozo del Tigre
Provincia de Formosa

En el territorio del Pueblo Pilagá en la sede de la Comunidad Qompi Sosa de la Localidad de Pozo del Tigre, Provincia de Formosa, en los días 4, 5 y 6 de Marzo de 2004.

Nosotros reunidos, hermanos de distintos pueblos indígenas: Mapuches, Ava Guarani, Tupi Guarani, Tonocoté, Wichis, Toba Qom, Pilagá, Kollas, Omaguacas en Asamblea y con voz unánime, HACEMOS UN LLAMADO A LA UNIÓN DE LOS PUEBLOS!!! 

Considerando que:

Preocupados por los impactos ambientales negativos en nuestras tierras y territorios debido a, entre otras cosas, la realización de proyectos de desarrollo como:

La explotación minera en territorios indígenas en las Comunidades de Orosmayo, Liviara, región de la puna de Jujuy.

La explotación de hidrocarburos en los territorios de las comunidades Wichis (Tartagal- Salta), Mapuches en Loma La Lata- Neuquén.

La explotación forestal en el territorio de las Comunidades Wichi (Tartagal- Salta) y Mapuches (Los Repollos- Rio Negro)

la ejecución de proyectos turísticos en territorios indigenas que se desarrollan en el cerro Belvedere (Villa La Angostura, provincia de Neuquén), territorio ancestral del Lof Paichil Antreao, del pueblo mapuche.

la construcción de caminos como el Proyecto Ruta 28 que inundara el territorio de las Comunidades del Pueblo Pilagá "El Descanso" "Campo del Cielo" entre otras.

el paso de gasoductos por el territorio de las Comunidades de: Tinkunaku, Finca Santiago, Cianzo, Aparzo entre otras (Jujuy y Salta) y por otras Comunidades Wichis, Pilagás, Tobas de las Provincias de Chaco y Formosa

Todos estos, proyectos que se llevan a cabo sin participación, sin consulta previa y sin nuestro consentimiento informado, en clara violación a nuestros derechos humanos, afectando de esta manera nuestra existencia indisolublemente unida al territorio del que formamos parte. 

Preocupados por el constante despojo de nuestras tierras y territorios como en el caso de la Comunidad Tonocoté de Cazadores en la Departamento San Martín Provincia de Santiago del Estero, que fue victima de la usurpación de su territorio por parte de presuntos compradores que a pesar de nuestras gestiones judiciales están hoy construyendo instalaciones, fabricando hornos, y realizando tala de árboles con topadoras.

Preocupados porque en varias Provincias se aplica legislación confusa y contradictoria que atenta contra la forma de organización tradicional de los pueblos indígenas.

Preocupados por la problemática relacionada con el hecho de que muchas tierras y territorios de los Pueblos Indígenas, por su gran biodiversidad y belleza paisajísticas, hoy forman parte de Parques Nacionales u otras áreas protegidas, como es el caso de la declaración por la UNESCO de Patrimonio de la Humanidad de la Quebrada de Humahuaca , la declaración de Reserva de la Biosfera de las Yungas efectuada por la UNESCO RBY, el Parque Nacional Calilegua, entre otros. Constatándose que en todos los casos, bajo la aparente protección o tratamiento extraordinario, se restringe el ejercicio de toda actividad tradicional negando nuestros derechos sobre el territorio.

Preocupados porque nuestros sitios sagrados hoy están siendo utilizados para la atracción turística, en algunos casos como parte de un museo y en otras casos se ejecutan obras de infraestructura sobre nuestros cementerios, como en el caso de la Comunidad de Cáspala ( Departamento de Tilcara- Jujuy).

Constatando que es una realidad que se están realizando modificaciones genéticas a la agrobiodiversidad que hemos heredado de nuestros ancestros, a causa de:

La introducción de semillas modificadas genéticamente en territorios indígenas, agravándose con la introducción de GURTs o las semillas esterilizadas.

La realización de estudios de modificación genética a través de la creación de Bancos de Germoplasma, como es el caso de la creación de un Banco de Germoplasma de la variedad de papas ancestrales que se han desarrollado en la Quebrada de Humahuaca (Provincia de Jujuy).

Nuestra agrodiversidad -que conservamos y se viene transmitiendo de generación en generación- son el sustento de nuestra existencia y salud.

Existen casos actuales de biopirateria como el que padecen los hermanos Tonocotes donde la Universidad Nacional local de la Provincia de Santiago del Estero ha emprendido junto a una empresa privada un proyecto de bioprospección de conocimientos tradicionales sobre medicinas sin consulta ni consentimiento.

Afirmamos que quienes venimos siendo victimas de violaciones sistemáticas a nuestro derecho a gozar de un medio ambiente sano, lo somos también de violaciones a otros derechos humanos como son el derecho a la vida, a la participación, a la libre determinación de los pueblos, al acceso al agua potable, a una vivienda digna, a la educación, a la no discriminación.

Considerando que la legislación medioambiental es una herramienta válida, creemos también que existe la necesidad de que la legislación de preservación del ambiente respete los derechos de los pueblos indígenas. 

Afirmando que es una realidad que se desconocen los aportes de los pueblos indígenas al desarrollo sostenible del medioambiente y la biodiversidad.

Por todo ello, elevamos el siguiente petitorio refrendado por las autoridades y representantes indígenas presentes:

1. Instamos el respeto a nuestras identidades como pueblos indígenas que habitamos el suelo argentino y el cumplimiento efectivo de los tratados internacionales de derechos humanos y biodiversidad, como el Convenio 169 de la OIT "Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en países independientes", el Convenio de Diversidad Biológica, la Constitución Nacional artículos 75 inciso 17, 41 y 43 y la ley General de Ambiente. 

2. Instamos que en los casos en que territorios de pueblos indígenas hayan sido declarados Parques Nacionales se debe implementar la restitución de esos territorios, tomando como primer paso la implementación de políticas efectivas de co-manejo en los parques que afectan territorio de los pueblos indígenas, de la misma forma en que se está llevando adelante en el caso Parque Nacional Lanin, (Provincia de Neuquén). 

3. Exigimos al Gobierno de la Provincia de Jujuy cumplir con el Convenio sobre regularización de Tierras Fiscales, efectuando la titularización inmediata de las tierras y territorios de las Comunidades Indígenas. 

4. Exigimos al Gobierno Provinciales a que proceda a revisar su legislación con la plena y efectiva participación de las Comunidades Indígenas referida al reconocimiento de las formas de organización de los Pueblos Indígenas y sus Comunidades, acorde con el articulo 75 inciso 17 de la Constitución Nacional 

5. Exigimos a los gobiernos nacional, provinciales y locales garantizar el derecho a un ambiente sano de las Comunidades Indígenas, realizando con la plena y efectiva participación de las comunidades, consultas informadas y de buena fe previas a la implementación de proyectos de desarrollo en nuestros territorios o de otros programas de desarrollo. Por lo tanto, exigimos se haga efectivo nuestro derecho a la consulta y participación efectiva como lo reconoce el Convenio 169 de la OIT, el Convenio de Diversidad Biológica y sus resoluciones y los artículos 41, 43 y 75 inciso 17 de nuestra Constitución Nacional. 

6. Exigimos al Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero respetar y reconocer el derecho a la tierra y el territorio del Pueblo Tonocote, en particular de la Comunidad "Cazadores". 

7. Instamos a las Provincias a adecuar su normativa al Convenio 169 de la OIT, al artículo 75 inciso 17 de la Constitución Nacional e implementar con la plena y efectiva participación de los pueblos indígenas normas que reconozcan nuestras formas de organización tradicionales. De esta manera no estaríamos obligados a constituirnos como asociaciones civiles que atentan a nuestras formas de organización. 

8. Instamos al Comité de Gestión de Reserva de la Biosfera de las Yungas y a la Comisión de Sitio del Patrimonio de la Humanidad de la Quebrada de Humahuaca, a garantizar la plena y efectiva participación en todas las instancias de toma de decisiones de las Comunidades Indígenas. 

9. Exigimos el todos aquellos que vayan a realizar proyectos de desarrollo en territorios indigenas ha realizar consultas de buena fe y obtener el consentimiento informado previo de las Comunidades. 

10. Hacemos un llamado al cumplimiento de la ley para la devolución de nuestros objetos sagrado que hoy se encuentran en Museos sin nuestro consentimiento. 

11. Instamos a las entidades involucradas en el proyecto de investigación biotecnologica sobre nuestros alimentos, como la creación de bancos de germoplasma o de modificacion geneticas, a no continuar con el mismo sin el consentimiento informado previo de las Comunidades Indígenas. 

12. Solicitamos al Estado Nacional, Gobiernos Provinciales y a las organizaciones no gubernamentales e intergubernamentales -FAO- a apoyarnos financieramente en la realización de un evento nacional sobre "Los impacto de la introducción de la nuevas biotecnologías, GURTs en territorios indígenas", ya que actualmente los pueblos indígenas agricultores no contamos con toda la información de esta nueva tecnología. 

13. Instamos al Gobierno Nacional ha implementar con la consulta y participación efectiva de todos los pueblos indígenas y sus comunidades mecanismos de protección para los conocimientos tradicionales de manera urgente, para evitar la biopirateria. 

14. Exigimos a los Gobiernos Nacional y provinciales garantizar los derechos humanos de las Comunidades Indígenas en cumplimiento de la Constitución Nacional y los tratados internacionales de derechos humanos, proveyendo, por ejemplo agua potable suficiente, implementando programas de becas, designando maestros bilingües ("menas" en el caso de Formosa). 

15. Instamos a los Gobiernos y a las organizaciones no gubernamentales ha implementar programas de formación en derechos humanos y derecho de los pueblos indígenas, sobre todo a los dirigentes y jóvenes indígenas 

16. Solicitamos a las Organizaciones Medioambientalistas a que se continúen realizando talleres sobre medio ambiente con el objetivo de que las Comunidades indígenas nos informemos sobre las herramientas que brinda esta disciplina. 

17. Exigimos al Estado Nacional que la legislación medio ambiental se adecue a los reconocimientos de derechos de los pueblos indígenas y a la protección de nuestra identidad. Ejemplo de ello es la legislación de áreas protegidas. 

18. Exigimos al Estado Nacional la pronta adaptación del Código de Minería al Convenio 169 de la OIT "Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en paises independientes" aprobado por ley 24071. 

19. Las Mujeres Indígenas presentes, fundamos la Comisión Nacional de Mujeres Indígenas -CONAMIRA - con el objetivo de organizarnos, fortalecernos mutuamente, a través del intercambio de experiencias, crear propuestas y trabajar para lograr soluciones a nuestros problemas. Sumar e invitar a más mujeres indígenas, hacer conocer nuestras voces y propuestas en el ámbito nacional e internacional 

20. Solicitamos a los Municipios, a las Provincias, al Gobierno Nacional especialmente -a través del Consejo Nacional de Mujeres y el Instituto Nacional de Asuntos Indígenas-, a los organismos regionales -OEA, OPS, BID, CEPAL- a los organismos internacionales -ONU, UNIFEM, BM, PNUD, PNUMA, GEF, CEDAW, entre otras- a las Organizaciones No Gubernamentales, Agencias de Cooperación a apoyar a la Comisión Nacional de Mujeres Indígenas CONAMIRA. 

Dado en la Comunidad Qompi Sosa, a los 6 días de Marzo de 2004.

La Asociación para el Desarrollo  Pesquero y Conservacionista del Archipiélago de  Bocas del Toro - ADEPESCO y Representantes de Programa Ecológico para el Manejo de las Areas Silvestres de Kuna Yala (PEMASKY)/BALU UALA, reunidos en la Comunidad de POPA 2 en el Archipiélago de Bocas del Toro, manifiesta a la comunidad de pescadores y eleva a la Dirección de Recursos Marinos y Costeros de la Autoridad Marítima de Panamá, la siguiente resolución sobre la pesca de langosta espinosa (Panulirus argus) en el Caribe de Panamá. 

La pesca artesanal  se ha convertido en los últimos años en la principal actividad generadora de trabajo e ingresos para las comunidades Ngöbes del Archipiélago de Bocas del Toro y para las comunidades kunas en el Archipiélago de Kuna Yala. En la actualidad existen pocas alternativas de empleo para la población joven y adulta masculina lo que es motivo de preocupación de autoridades tradicionales, organizaciones y pueblo en general. 

Hemos evaluado muy seria y profundamente el actual ritmo de pesca de langosta.  Consideramos que es necesario un ordenamiento de la pesca de langosta.  Reconocemos que existen otras personas fuera de nuestras comunidades que comparten estas preocupaciones.  

Dos fuertes rumores circulan entre buceadores, compradores e intermediarios: la posible declaración de veda de langosta por un período de 5 años y la petición de las empresas exportadoras de que se les otorgue permisos para introducir barcos que realizarían pesca industrial de langosta, utilizando buzos profesionales y nasas. 

De aprobarse alguna de estas medidas se afectaría de forma negativa la economía de numerosas familias Ngöbes y Kunas, que hoy día dependen de la pesca de langosta. 

Es nuestra decisión que se revise y actualice el Decreto Ejecutivo N° 15 de 1982, por medio del cual se dictan medidas para la reglamentación  de la langosta en desarrollo del Artículo 11 del Decreto de Ley N° 17 de  19 de julio de  1959. 

Consideramos específicamente que el artículo segundo de este Decreto Ejecutivo debe prohibir la pesca de langosta espinosa Panulirus argus de una talla no menor de 80 mm. de Longitud del Cefalotórax (LC). 

Hemos considerado las siguientes medidas adicionales que tienen el propósito de mantener la reserva de langosta en el Caribe panameño: 

§         Declarar una veda de langosta de 5 meses, comprendidos entre los meses de  marzo a  julio de cada año. 

§         Prohibir la pesca de hembras ovadas 

§         Proponer a la Dirección de Recursos Marinos y Costeros la aplicación de la disposición de otorgamiento de licencias a los buceadores de langosta. 

§         Establecer como edad mínima para que un joven pueda ser buceador de langosta la mínima de 18 años. 

§         Las dos organizaciones nos proponemos realizar acciones de sensibilización y educación dirigida a pescadores y buceadores. 

Reconocemos que estas medidas pueden afectar el ritmo de exportación de langosta  pero estamos seguros que el volumen de  exportación anual se verá positivamente favorecido,  por lo que no se deben ver afectadas las ganancias anuales. 

Estas resoluciones aquí presentadas deberán ser incorporadas en el Reglamento de Pesca presentado por ADEPESCO a la Dirección General de  Recursos Marinos y Costeros de la Autoridad Marítima, para su aprobación.  De igual forma esta declaración será presentada al Congreso General Kuna (C.G.K) y al Congreso General de Cultura Kuna para su consideración y adopción. 

Es el interés de las dos organizaciones ADEPESCO y PEMASKY/BALU UALA, que la Dirección General de Recursos Marinos y Costeros, en conjunto con el Instituto Smithsonian de Investigaciones Tropicales (STRI) y PROARCA - The Nature Conservancy, gestiones los recursos para la realización de estudios específicos  sobre las épocas pico de reproducción de langosta, la identificación de puerulus y juveniles en las denominadas áreas de crianza y reclutamiento para poder contar con estimaciones más certeras de la reserva de este producto y poder establecer normas apropiadas para mantener el potencial pesquero de la langosta. 

Es imprescindible la alianza entre organizaciones de pescadores - buceadores, intermediarios, exportadores, Dirección General de  Recursos Marinos y Costeros, Ong's ambientalistas y comunidad científica.   Esta resolución tiene el firme propósito de asegurar por largo tiempo la pesca de langosta y garantizar la continuidad de una de las principales fuente de empleo e ingreso de los pueblos Ngöbes y Kunas. 

Dado en la Comunidad de Popa 2, Corregimiento de Punta Laurel, Bocas del Toro a los 25 días del mes de octubre de 2,002. 

Alfredo Jiménez 

Arcadio Castillo D. 

Presidente de ADEPESCO 

Pueblo Ngöbe 

Representante de PEMASKY/BALU UALA 

Pueblo Kuna 

Tratado de Paz con los Indios suscripto en julio de 1782 entre el Virrey Vertiz y el Cacique Lorenzo Calpisqui.
En la ciudad de la Santissima Trinidad, Puerto de S. María de los Buenos Ayres a veinte y siete días del mes de Julio demil setezientos ochta. y dos. En consequencia de lo dispuesto por el Exmo. S.or Virrey con fh. de 15 del corriente sobre los puntos que propone el Cazique Pascual Cayupulqui en nombre de su hermano Lorenzo Calpisquis para que se le cenceda como preliminares de la paz que está Tratando. Hizo comparecer en mi presencia al Comandante de las Guardias de Fronteras, D.n Juan José de Sarden, alos Sargentos Mayores De Milicias, D.n Mathias Corro, D.n José Miguel de Salazar y D.nFrancisco Leandro De Sosa, que lo son respectivamente delos partidos de Luján, Cañada de Morón y Magdalena, y al Cazique Pascual Cayupulqui, para que en presencia de Todos propusiese nuevamente los partidos que por ahora solicitaba, para establecer la paz, y haviendolo executado por medio Del Lenguaraz Almirón y reduciendose a que se le permitiera a los Indios de su nación Aucar el potrear enlas campañas inmediatas sin que seles incomode ni haga perjuicios por las partidas exploradoras, y guardias de la frontera, se acordo de común Acuerdo en señalarle al dho Cazique ylos suyos los Parajes y límites hasta donde deven llegar con tal que no puedan excederse de ellos, que con otras condiciones que se le propusieron y aceptó dho Cazique sonlos sig.tes.
Respecto aque la extensión De estas Campañas es dilatada y que franquea su utilidad, a todas las naziones de Indios que las publan sin perjuicio de nuestros usuales Territorios, siempre que se contengan en los que le son a ellos proporcionados, se les concede al referido Cazique, y asu hermano Lorenzo, el que puedan potrear en las Campañas incultas que estan alos frente de los Fuertes de Chascomúz, hasta el rincón del Tuyo y Corral del Vezino; Desde el frente de los Ranchos h.ta las Lagunas delos Camarones; de el frente de la Laguna del Monte, hasta la Laguna Blanca; y desde el frente de la Guardia de Luján, hasta el paraje llamado Palantelén, sin que puedan ocupar otra extensión fuera de los límites referidos por motivo alguno y si lo hizieren principalmente si pasaren de Palantelén que es el camino de Salinas, deverán tenerse y tratarse como Enemigos y como que faltasen alo estipulado.
Para conocer que los referidos Caziques y los suyos proceden De buena fe en el uso de los territorios que se le franquean por este tratado, tendrán obligación de encargar a los indios que siempre que vengan a potrear a los parajes señalados, den aviso de su destino a la guardia mas inmediata nuestra que esté a su frente, para q.e De esta forma sean conocidos siempre que se encuentren por las Partidas que salen al Campo y q.e recíprocamente se den auxilios unos a otros en caso De necesitarlo, evitando p.r este medio los daños que pueden originarse por la falta De noticia.
Será del cargo del referido Cazique, y su hermano, y desde luego se obligan a darnos avisos anticipados siempre que los Indios Rancacheles (enemigos suyos) con quienes estamos en Guerra, intenten atacar nuestras fronteras y se comprometerán desde ahora a auxiliarnos recíprocamente p.a hazerles la guerra a esta nación, atento a que siendo contrarios de ambos partidos, sean castigados con mas facilidad por n.ras superiores fuerzas o reducidos a una Paz general.
Se le darán al expresado Cazique 2 indios en cange de las dos cautivas Christianas que ha traído, y para que conozca que por nuestra parte guardamos buena armonía, se le concede la India infiel que solicita, con calidad que ahora ni en ningún Tiempo han de tener acción a pedir ni por cange ni sin el, India Christiana que se halle entre nosotros, y solamente podrán cangear aquellos Indios o Indias que no hubieren recivido el agua Del Baptismo.
Se le conceden los 10 Cavallos que pide para conducirse a sus Toldos y para transportar el regalo De Aguardiente, Tabaco, Yerba y Ropa de uso que en nombre Del Exmo. S.or Virrey, se le entrega para el su Hermano el Cazique Lorenzo, por un efecto De venignidad y amor que le tiene.
Instruido por el Lenguaraz palabra por palabra de Todo lo relacionado, ofrece el referido Cazique en prueva de su agradecimiento y satisfecho del buen trato hacer venir a su hermano Lor.o o concluir enteramente las paces trayendo en su compañía todos los Cautivos y Cautivas que estan entre ellos y cangearlos por Indios y Indias que hay en esta Capital, aptos para entregarselos y que nose comprehendan enla clase de Christianos, que por este tratado queda negada su extracción. Y así mismo ofrece auxiliar por sí, y por los suyos hasta el paraje de su destino al Chasque que con Pliego del Exmo. S.or Virrey y se dirige a los Establezimientos dela Costa de Patagones, asegurando que no deve quedar recelo en su conducción.
De todo lo que aquí va expresado ha dado muestras dho. Cazique de estar entendido, haverlo aceptado y ofrecido su cumplimiento, sintiendo y manifestando con vivas demostraciones, no poder el mismo venir con su hermano Lorenzo y demas amigos a formalizar la Paz por ser preciso quedarse en los Toldos, para que sus indios se mantengan pacíficos; Y no teniendo que agregar firmamos este Tratado en Dcho día mes y año.
Diego de Salas - Jph. Miguel Salasar - 
Matías Corro - Juan José Sardén -
Franci Leandro Sosa
 (Archivo General de la Nación - División Colonia - Sección Gobierno

Río Cuarto, Febrero 5 de 1870.
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Nota de elevación
Comandancia en Jefe de las Fronteras Sud y Sud Este de Córdoba.
Al Exmo. Señor Ministro de Guerra y Marina, Coronel don Martín de Gainza.
Tengo el honor de avisar a V.E. que con esta fecha despacho en comisión al Ayudante D. Demetrio Rodríguez, conduciendo el tratado de paz celebrado con las tribus ranquelinas, aprobado y firmado por los Caciques respectivos y sus representantes.
En este tratado están consignadas todas las modificaciones que indicó el Exmo. Señor Presidente, que redactó en artículos en Buenos Aires, que le leí y aprobó.
Espero, pues, que V.E. se servirá mandarme el tratado firmado y ratificado por quien corresponda.
Así mismo, confía en que ser servirá dictar sus órdenes y tomar sus medidas, para que de acuerdo con lo estipulado no se demore la entrega a los indios, de las yeguas, raciones, etc.
V.E. sabe que sería un mal comienzo no ser exacto.
A mas de eso, como lo verá V.E. por la carta orijinal del Capitán Rivadavia que incluyo, los indios están muy pobres, y una demora puede precipitarlos a alguna escursión donde las fronteras están mas débiles.
Mientras tanto dicta V.E. sus medidas en el sentido indicado, voy a despachar un chasque a tierra adentro con algunas frioleras para los Caciques, y sigo obsequiando a la numerosa comisión de capitanejos de importancia, que está en esta lo mejor y mas económicamente posible, en virtud de las órdenes que tengo recibidas sobre el particular.
Dios guarde a V.E.
Lucio V. Mansilla
Tratado con el Cacique Limonao
El Gobierno Nacional Argentino por una parte y por la otra la Comisión del Cacique Limonao, compuesta de sus dos hijos Hechinal y Mariano Ruiz, enviados expresamente por el mencionado Cacique a celebrar el presente tratado han convenido en los artículos siguientes:
1º El Cacique Limonao con toda su tribu se declara súbdito Arjentino, y reconoce en el Gobierno General el dominio y soberanía que tiene en todo el territorio de la República, que se comprende por la parte oriental de los Andes hasta terminar en el Estrecho de Magallanes.
2º No reconoce otro Cacique y su tribu ningún dominio ni autoridad en los Caciques Calfucurá y Renqué, ni en ningún otro Cacique natural del país o de Chile, titulándose dueños de los territorios pertenecientes a esta República de una y otra banda del Río Negro, la Isla de Choelechoel, el Río Neuquén y el Limay.
3º Como tales súbditos arjentinos, el Cacique y toda su tribu formarán una Colonia agrícola militar, sea en Choelechoel o mas aproximado a Patagones donde el Gobierno Nacional le designe; y formarán el pueblo con los elementos que el Gobierno les facilite, bajo la dirección del ingeniero que mande al efecto.
4º El mencionado Cacique y su tribu admitirán y obedecerán a un Comisario intendente que el Gobierno mandase para regentear la Colonia, y también admitirán uno o mas Sacerdotes que les enseñen la religión cristiana; uno o mas maestros de escuela que eduquen y enseñen a los niños de ambos sexos y a una o mas personas peritas que les enseñe la agricultura.
5º El mencionado Cacique y su tribu declarados que sean súbditos arjentinos, harán el servicio militar de frontera como Guardias Nacionales, contra toda invasión e indios ladrones, o de otro poder extranjero, poniéndose a las órdenes del Comandante del punto, o del que el Gobierno mandase, y harán este servicio con sus gentes de armas en sus propios caballos.
6º En caso de invasión de indios ladrones o de chilenos que se introduzcan a robar a este lado de las cordilleras, territorio Arjentino, el Cacique Limonao y su tribu se comprometen a espedicionar hasta el desierto en persecución de los invasores, y atacarlos donde les diesen alcance, se entiende a las órdenes del jefe que dirija la espedición.
7º Poblados que estubiesen, antes o después de formado el pueblo, el Cacique Limonao y su tribu se ocuparán de labrar la tierra con los elementos que el Gobierno les proporcione.
8º El Gobierno Jeneral por su parte reconoce y declara súbditos arjentinos al Cacique Limonao y a toda su tribu, en los mismos términos y condiciones que espresan los artículos anteriores, y les concede todos los privilegios que las leyes del país acuerdan a los Guardias Nacionales.
9º Les dará un área de campo en propiedad, suficiente para toda la tribu, donde el terreno sea mas a propósito para el cultivo y para la cría de ganados, como también mil ovejas, trescientas vacas, dos tercios yerba y dos barricas azúcar.
10º Cada año les mandará el Gobierno un vestuario completo de Cacique y diez vestuarios de capitanejo completos, para que sean distribuidos uno para cada uno de los hijos del Cacique y el resto de los capitanejos.
11º Si el Cacique y su tribu cumplen fielmente con todo lo que se le ha espresado en los artículos anteriores y que ellos lo prometen, el Gobierno les asignará un sueldo mensual al Cacique y cada uno de sus hijos mayores, así como a sus capitanejos principales y esto tendrá lugar cuando ya establecida la Colonia, sea informado el Gobierno, del exacto cumplimiento de todo lo tratado.
En fe de lo cual en el Palacio de Gobierno, en Buenos Aires, a trece de octubre de mil ochocientos sesenta y nueve, se firma el presente tratado por el Excmo. Señor Ministro de Guerra y Marina, ante los testigos que firman y a ruego de la Comisión Limonao el jefe encargado de las tribus, habiéndose hecho dos de un tenor.
D.F. Sarmiento - M de Gainza

Convenio entre los caciques Catriel y Calfuquir, con el comandante de la frontera sud (1871)
(Coronel D. Francisco De Elias).
Fuente: Copiado de la Memoria de Guerra 1871, pp. 246 a 248.
1º De conformidad general acordaron los Caciques y Capitanejos que se hallaban presentes, nombrar como su Gefe principal al Cacique Catriel, manifestando todos hallarse conformes; y que los indios que se encontraban independientes a su mando, en lo sucesivo se someterían a la autoridad de dicho Cacique, y el que así no lo hiciere, no solo se consideraría rebelde sino enemigo del Gobierno de la Nación.
2º Por aclamación general y de acuerdo los Caciques y Capitanejos, nombraron como segundo Gefe al Cacique Calfuquil, poniéndolo en ese momento en posesión de su cargo.
3º Se estipuló de común acuerdo y con la aprobación de todos los Caciques presentes, quienes se prestaron muy gustosos a cooperar a la defensa y resguardo de la frontera, quienes prestarán toda clase de auxilios que esté a su alcance al Gefe de ella cuando los necesite; reconociéndolo como representante del Gobierno Nacional, como también prestarle su cooperación en cualquier eventualidad, pidiendo a su vez el Cacique Catriel al infraescrito su influencia moral y material para someter a aquellos Caciques que con alguna parte de indios desaprobasen conocer que cuenta con la protección del Gobierno, que tienen que obedecerle y respetarle y poder también capturar Capitanejos é indios que desde algún tiempo anterior han estado causando graves perjuicios en los intereses fronterizos, como así mismo para repeler cualquier invasión exterior.
4º Convinieron también que el Cacique Catriel investirá la autoridad de Cacique principal de todos los indios (por corresponderle el derecho de reinado) desde el fallecimiento del padre Juan Catriel; habiendo sido reconocido siempre por tal, a excepción de Manuel Grande, Ramón López, Cachul y Chipitruf, que anteriormente han pertenecido a Calfucurá, pero desde esta fecha quedan bajo las inmediatas órdenes de Catriel, como todos los demás. Y que en cualquier ocurrencia debe entenderse directamente con el Comandante General de frontera, prohibiendo a todos los Caciques hacerlo parcialmente.
5º De común acuerdo quedó establecido que todos los ladrones capturados serían sometidos a prisión y castigarlos según el grado de culpabilidad que se le hallase a cada uno, como también la entrega de todos los desertores que se encontrasen amparados en los toldos de algunos Caciques y Capitanejos.
6º Se sancionó por unanimidad que el Cacique Catriel convocara a una reunión a toda la indiada para el día 11 del corriente, con el fin de proclamar todos los puntos arriba indicados y preparar los medios de someter al Cacique Manuel Grande y la aprehensión del Cacique Ramón López con todos sus ladrones.
7º Que toda vez que la autoridad civil necesite la cooperación del Cacique Catriel a cualquier objeto de servicio, se los prestaría inmediatamente muy gustoso, como igualmente si de algún robo sabia la autoridad perpetrado por algún indio se lo denunciara, que en el acto haría aprehender al autor y lo entregaría al Juez de Paz ( que estaba presente) para que le diera el castigo que corresponda.
Ley 215 Ocupación de los Ríos Negro y Neuquén como línea de frontera sud 
Buenos Aires, agosto 13 de 1867.
El Senado y la Camara de Diputados, etc.
Artículo 1º. Se ocupará por fuerzas del ejército de la República la ribera del río "Neuquén" o "Neuquen", desde su nacimiento en los andes hasta su confluencia en el Río Negro, en el Océano Atlántico, estableciendo la línea en la margen septentrional del expresado río de cordillera a mar.
Artículo 2º. A las tribus nómadas existentes en el territorio nacional comprendido entre la actual línea de frontera y la fijada por el artículo 1º de esta ley, se le concederá todo lo que sea necesario para su existencia fija y pacífica.
Artículo 3º. La extensión y límite de los territorios que se otorguen en virtud del artículo anterior, serán fijados por convenios entre las tribus que se sometan voluntariamente y el Ejecutivo de la Nación. Quedará exclusivamente al arbitrio del Gobierno Nacional fijar la extensión y límite de las tierras otorgadas a las tribus sometidas por la fuerza. En ambos casos se requerirá la autorización del Congreso.
Artículo 4º. En caso que todas o algunas de las tribus se resistan al sometimiento pacífico de la autoridad nacional, se organizará contra ellas una expedición general hasta someterlas y arrojarlas al sud de los ríos "Negro" y "Neuquen".
Artículo 5º. A la margen izquierda o septentrional de los expresados ríos y sobre todo en los vados o pasos que puedan dar acceso a las incursiones de los indios, se formarán establecimientos militares en el número y en la distancia que juzgue conveniente el Poder Ejecutivo para su completa seguridad.
Artículo 6º. Autorízase al Poder Ejecutivo para invertir fondos en la adquisición de vapores adecuados y en la exploración y navegación del río Negro, como una medida auxiliar de la expedición por tierra; igualmente que para el establecimiento de una línea telegráfica que ligue todos los establecimientos dispuestos a las márgenes del expresado río.
Artículo 7º. Autorízase igualmente al Poder Ejecutivo para hacer todos los demás gastos que demande la ejecución de la presente Ley, usando si fuera necesario el crédito nacional, para la consecución de tan importante objeto, dando oportunamente cuenta al Congreso.
Artículo 8º. Por una ley especial se fijarán las condiciones, el tiempo y la extensión de las tierras que por vía de gratificación se concederá en propiedad a los individuos que compongan la expedición, ya sea como fuerzas regulares o como voluntarios agregados.
Artículo 9º. Todo el contenido de la presente ley comenzará a tener efecto inmediatamente de terminada la guerra que hoy sostiene la Nación contra el Paraguay o antes, si fuera posible. Lo relativo al pacto de indios deberá comenzar su ejecución inmediatamente de sancionada por el Ejecutivo.
Artículo 10º. Comuníquese al Poder Ejecutivo.
(Diario de sesiones, Cámara de Senadores, 1867, p. 644)

Tratado de Paz con los Caciques Epumer Rosas y Manuel Baigorria
Acordado por el Exmo. Gobierno Nacional a las Tribus  Indigenas que encabezan los Caciques Epumer Rosas y Manuel Baigorria, concluido en 24 de julio de 1878.
Buenos Aires, Julio 30 de 1878.
S.E. el Señor Ministro de la Guerra, General Dn. Julio A. Roca, bajo la inteligencia de que los espresados Caciques y tribus reconocen y acatan como miembros y habitantes de la república Argentina la Soberanía Nacional y Autoridad de su Gobierno, ha convenido en lo siguiente:
Por cuanto ha sido concluido en esta Ciudad de Buenos Aires, un tratado entre el Teniente Coronel Dn.Manuel J. Olascoaga, comisionado al efecto por parte del Gobierno, y los Caciques Cayupan y Huenchugner (a) Chaucalito, como representante el primero del Cacique principal Manuel Baigorrita de Poitagüe y el segundo del Cacique de igual clase Epumer Rosas de Lebucó, cuyo tratado es a la letra como sigue:
Artículo 1° Queda convenido que habrá por siempre paz y amistad entre los pueblos cristianos de la República Argentina y las tribus Ranquelinas que por este convenio prometen fiel obediencia al Gobierno y fidelidad a la Nación de que hacen parte y el Gobierno por su parte les concede protección paternal.
Artículo 2° El Gobierno nacional en consideración a lo arriba espresado y mientras los Caciques contratantes cumplan y hagan cumplir fielmente lo aquí estipulado asigna al Cacique Epumer Rosas (150 B/$) ciento cincuenta pesos bolivianos al mes; cien pesos bolivianos (100 B/$) también mensuales al Cacique Mariano hijos, Epumer chico. Asigna también mensualmente (7B/$) siete pesos bolivianos, para un trompa, (15 B/$) quince pesos bolivianos a un escribiente y quince a un lenguaraz para cada uno.
Asigna así mismo al Cacique Huenchugner (a) Chaucalito ( 50 B/$) cincuenta pesos bolivianos y (15 B/$) quince pesos bolivianos para su lenguaraz.
Articulo 3° El Gobierno Nacional asigna mensualmente al Cacique Manuel Baigorrita (150 B/$) ciento cincuenta pesos bolivianos (7 B/$) siete pesos bolivianos para un trompa y quince para su lenguaraz.
Artículo 4° El Gobierno Nacional asigna mensualmente al Cacique Cayupan (75 B/$) setenta y cinco pesos bolivianos y quince pesos bolivianos a su lenguaraz, asigna así mismo al Cacique Yanquetruz Guzmán (50 B/$) cincuenta pesos bolivianos y quince pesos bolivianos a su lenguaraz.
Artículo 5° El Gobierno Nacional acuerda a los dos Caciques principales arriba mencionados, para repartir entre todos los Caciques, Capitanejos y tribus que comprenden este tratado (2.000) dos mil yeguas cada tres meses para su subsistencia.
Artículo 6° El Gobierno Nacional dará también a los mismos Caciques para la misma aplicación y efecto del Artículo anterior, cada tres meses (750) setecientos cincuenta libras de yerba, (500) quinientas libras de azúcar blanca, (500) quinientas libras de tabaco negro en rama, (500) quinientos cuadernillos de papel, (2000) dos mil libras harina, (200) doscientas libras jabón y dos pipas aguardiente..
Artículo 7° Es deber de los Caciques arriba mencionados y de todos los Capitanejos que los acompañan, entregar al Gobierno todos los cautivos, hombres, mujeres o niños que asista o lleguen a sus tierras o pagos, bien entendido que si el Gobierno tiene alguna vez conocimiento de que en alguna tribu de las que entran en el presente tratado se ha detenido por fuerza algún cristiano o se ha hecho algún mal o privado de su libertad, hará responsable del hecho al Cacique mas cercano o Capitanejo que lo hubiera consentido, privándoles del sueldo o ración que tuviesen por el tiempo que estime conveniente. Todo lo que se espresa en el presente artículo respecto de los cautivos que así mismo estipulado respecto de los malévolos o desertores cristianos que se asilen o guarezcan entre los indios. Tanto los cautivos como los cristianos malhechores deben ser entregados en el fuerte más inmediato al lugar donde se encuentren; siendo bastante motivo para considerara sospechoso y comprendido en esta estipulación, todo cristiano, de cualquier parte que venga, no teniendo pasaporte o licencia escrita de un Gefe de Frontera.
Artículo 8° El Cacique Epumer Rosas, el Cacique Manuel Baigorrita, y los demás Caciques nombrados en este tratado darán toda protección y amparo a los sacerdotes misioneros que fueran a tierra adentro, con el objeto de propagar el cristianismo entre los indios o de sacar cautivos. El Gobierno castigará severamente a todo Cacique, Capitanejo o indio que no les tributase el debido respeto y hará responsable al Cacique que consienta a las personas de dichos sacerdotes.
Artículo 9° Los Caciques mencionados se obligan a perseguir a los indios GAUCHOS LADRONES y a entregar los malévolos cristianos con los animales que llevan a tierra adentro, así como también entregar bajo la mas seria responsabilidad a todo negociante de ganado robado que cruce por sus campos y pueda ser capturado por algunos de los Caciques o Capitanejos, conviniendo el Gobierno en recompensar generosamente a los que entreguen en el fuerte más inmediato las personas y haciendas referidas. Así también castigará severamente y hará responsable con sus sueldos y racionamientos a los Caciques y Capitanejos o tribus que amparen o se nieguen a entregar a dichos negociantes o malévolos.
Artículo 10° S. E. el señor Ministro de la Guerra deseando proteger y hacer respetar a los Caciques que respeten fielmente estos tratados y quieran conservar el orden entre sus tribus, ordenará a todos los Gefes de Frontera aprehendan y detengan todo indio fugitivo que llegue o se encuentre sin licencia o pasaporte de sus respectivos Caciques; y si trajeran animales u otros objetos robados, les sean quitados con cuenta y razón y devueltos al primer reclamo justificado de los referidos Caciques o propietarios; y que así mismo se haga con los cristianos que se hallen en el mismo caso. También ordenará que toda comisión o indios sueltos que vengan a los fuertes o poblaciones cristianas con cualquier negocio o diligencia, trayendo el competente permiso de su Cacique, sean protegidos y respetados en sus personas y bienes y recomendará que se les haga justicia en sus reclamos y quejas con arreglo a las leyes que amparan a todo ciudadano argentino. 
Artículo 11° Queda formalmente estipulado que si uno o algunos indios de los que entran en este tratado, diesen malón sobre cualquier punto de la Frontera o cometiesen robo o asesinato sobre los bienes o personas de algún transeúnte o estanciero, quedará por este solo hecho rota la paz con el Cacique y tribu a que pertenezcan dichos malhechores; y por lo tanto suspendidos los sueldos y racionamientos asignados al Cacique y tribu responsable, hasta que se haga efectiva la devolución de lo robado y el castigo de los criminales. 
En todo robo o asesinato que se cometa por indio sobre indios, las partes acusadas serán prendidas y aseguradas y resultando criminales serán castigados, con arreglo a las leyes del país, y en cuanto a los animales u objetos robados serán sacados del poder en que se encuentren para devolverlos a sus legítimos dueños.
Artículo 12° A mas de las concesiones que el Gobierno Nacional hace por este tratado a los Caciques y tribus que él comprende, dispondrá que aquellos Caciques que más se distingan en la conservación del orden y la paz, y muestren dedicación a los trabajos de la labranza y agricultura, como también se presten a la instrucción y civilización de sus hijos, sean obsequiados con alguna gratificación proporcionada al mérito y se les proporcionen algunos efectos, herramientas y útiles que les sirvan para su adelanto y bienestar.
Artículo 13° En caso de Guerra exterior o invasión de extranjero u CAMAPUCHES, todos los Caciques o tribus se comprometen a prestar decidido apoyo al Gobierno Argentino; bien entendido que serán muy severamente perseguidos y castigados como traidores a la Patria, los Caciques y tribus que en algún tiempo se sepa haber tenido relación o connivencias con el enemigo.
Artículo 14° Este tratado durará permanentemente mientras ambas partes le presten cumplimiento y los Caciques y tribus que enteren cuatro años de haberle dado estricto cumplimiento en todas sus partes, se harán acreedores a un aumento proporcional de sueldos y raciones.
Artículo 15° Este convenio será firmado en prueba de asentimiento, por los Caciques Cayupan y Huenchugner, como representantes el primero del cacique principal Manuel Baigorrita, y el segundo, del igual clase, Epumer Rosas. Lo suscribirá así mismo el Teniente Coronel Dn. Manuel José Olascoaga como comisionado al efecto, con la aprobación del Exmo. Gobierno.
	Patricio Uribe 
Secret° de Baigorrita
A ruego del cacique Cayupan
	 Martin Lopez 
Secret° de Epumer
A ruego del Cacique Huenchugner

	Testigo Padre Marcos Donati

	Manuel Jose Olascoaga 
Comisionado por S. E. el Sor. Ministro de Guerra y Marina


Aprobado y Comuníquese Avellaneda - Julio A. Roca
(Es copia fiel del original. Ver documento N° 1346, archivado en la División Historia del Estado Mayor General del Ejército).

Tratado de Paz con los Caciques Epumer Rosas y Manuel Baigorria
Pacto de la Sociedad de las Naciones, contenido en los veintiséis primeros artículos del Tratado de Paz, firmado en Versalles el 28 de Junio de 1919.
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Parte XIII del Tratado de Versalles del 28 de junio de 1919 
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Seccion I –– Organización del trabajo 
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Capitulo Primero –– Organización
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Capitulo segundo –– Funcionamiento
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Capitulo Tercero –– Prescripciones generales
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Anexo Primera sesión de la conferencia del trabajo, 1919
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Seccion II –– Principios generales
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Preámbulo y Parte general
Las altas partes contratantes, considerando que a fin de desarrollar la cooperación entre las naciones y garantizarles la paz y la seguridad, importa aceptar ciertas obligaciones de no recurrir a la guerra, mantener a plena luz relaciones internacionales fundadas sobre la justicia y el honor, observar rigurosamente las prescripciones del derecho internacional reconocidas de hoy en adelante como regla de conducta efectiva de los gobiernos, hacer reinar la justicia y respetar escrupulosamente todas las obligaciones de los tratados en las relaciones mutuas de los pueblos organizados. 
Adoptan el presente pacto que instituye la sociedad de las naciones. 
Art. 1° –– Son miembros originarios de la Sociedad de las Naciones, aquellos signatarios cuyos nombres figuran en el anexo al presente pacto, como asimismo los Estados igualmente nombrados en el anexo que hubieran adherido al presente pacto sin ninguna reserva por una declaración depositada en la secretaría dentro de los 2 meses de la entrada en vigor del pacto y cuya notificación se hará a los demás miembros de la sociedad. 
2. –– Todo Estado, Dominio o Colonia que se gobierne libremente y que no está designado en el anexo, puede llegar a ser miembro de la sociedad si su admisión es acordada por los dos tercios de la asamblea, siempre que dé garantías efectivas de su intención sincera de observar sus compromisos internacionales y que acepte el reglamento establecido por la sociedad en lo concerniente a sus fuerzas y a sus armamentos militares, navales y aéreos. 
3. –– Todo miembro de la sociedad puede retirarse de la sociedad previo aviso de dos años, a condición de que hasta ese momento haya cumplido todas sus obligaciones internacionales, inclusive las del presente pacto. 
Art. 2° –– La acción de la sociedad, tal como está definida en el presente pacto, se ejerce por medio de una asamblea y de un consejo, secundadas por una secretaría permanente. 
Art. 3° –– 1. La asamblea se compone de representantes de los miembros de la sociedad. 
2. –– Ella se reúne en épocas determinadas y en cualquier otro momento, si las circunstancias lo requieren, en la sede de la sociedad o en cualquier otro lugar que pueda ser designado. 
3. –– La asamblea entiende en toda cuestión que entre en la esfera de acción de la sociedad o que afecte la paz del mundo. 
4. –– Cada miembro de la sociedad no puede tener más de tres representantes en la asamblea y sólo dispone de un voto. 
Art. 4° –– 1. El consejo se compone de representantes de las principales Potencias Aliadas y asociadas, así como de representantes de otros cuatro miembros de la sociedad. Estos cuatro miembros de la sociedad serán designados libremente por la asamblea y en las épocas que crea conveniente. Hasta la primera designación por la asamblea, serán miembros del consejo los representantes de Bélgica, Brasil, España y Grecia. 
2. –– Con aprobación de la mayoría de la asamblea el consejo puede designar otros miembros de la sociedad cuya representación en lo futuro será permanente en el consejo. Con igual aprobación puede aumentar el número de los miembros de la sociedad a elegir por la asamblea para ser representados en el consejo. 
2 bis (1). –– La asamblea por mayoría de dos tercios determina las reglas concernientes a las elecciones de los miembros no permanentes del consejo y, en particular, las relativas a la duración de su mandato y las condiciones de reelegibilidad. 
3. –– El consejo se reúne cuando las circunstancias lo exigen, y por lo menos una vez por año, en la sede de la sociedad o en cualquier otro lugar que se designe. 
4. –– El consejo entiende en toda cuestión que entre en la esfera de acción de la sociedad o que afecte la paz del mundo. 
5. –– Todo miembro de la sociedad no representado en el consejo será invitado a enviar un representante para participar en él cuando una cuestión que le interese particularmente sea sometida al consejo. 
6. –– Todo miembro de la sociedad representado en consejo no dispone más que de un voto y no tiene más que un representante. 
Art. 5° –– 1. Salvo disposición expresamente contraria del presente pacto o de las cláusulas del presente tratado, las decisiones de la asamblea o del consejo serán adoptadas por unanimidad de los miembros de la sociedad reprentados en la reunión. 
2. –– Todas las cuestiones de procedimientos que se planteen en las reuniones de la asamblea o del consejo, inclusive la designación de las comisiones encargadas de la investigación de puntos particulares, serán reglamentadas por la asamblea o por el consejo y resueltas por mayoría de votos de los miembros de la sociedad, representados en la reunión. 
3. –– La primera reunión de la asamblea y la primera reunión del consejo se realizarán por convocación del presidente de los Estados Unidos de América. 
Art. 6° –– 1. La secretaría permanente está establecida en la sede de la sociedad. Comprende un secretario general, así como los secretarios y el personal necesarios. 
2. –– El primer secretario general es designado en el anexo. En lo futuro, el secretario general será nombrado por el consejo con aprobación de la mayoría de la asamblea. 
3. –– Los secretarios y el personal de la secretaría son nombrados por el secretario general, con aprobación del consejo. 
4. –– El secretario general de la sociedad es de derecho secretario general de la asamblea y del consejo. 
5 (2). –– Los gastos de la sociedad, serán sufragados por los miembros de la sociedad, en la proporción decidida por la asamblea. 
Art. 7° –– 1. La sede de la sociedad está establecida en Ginebra. 
2. –– El consejo puede en todo momento decidir establecerla en cualquier otro lugar. 
3. –– Todas las funciones de la sociedad o de los servicios relacionados con ella inclusive la secretaría, son accesibles igualmente a los hombres y a las mujeres. 
4. –– Los representantes de los miembros de la sociedad y sus agentes gozan en el ejercicio de sus funciones de los privilegios e inmunidades diplomáticos. 
5. –– Los edificios y terrenos ocupados por la sociedad, por sus servicios o sus reuniones, son inviolables. 
Art. 8. –– 1. Los miembros de la sociedad reconocen que el mantenimiento de la paz exige la reducción de los armamentos nacionales al mínimum compatible con la seguridad nacional y con la ejecución de las obligaciones internacionales impuestas por una acción común. 
2. –– El consejo, teniendo en cuenta la situación geográfica y las condiciones especiales de cada Estado prepara los planes de dicha reducción para el examen y decisión de los diversos gobiernos. 
3. –– Esos planes deben ser objeto de un nuevo examen y si correspondiera, de una revisión cada diez años por lo menos. 
4. –– Después de su adopción por los diversos gobiernos, el límite de los armamentos, así fijado, no podrá ser excedido sin el consentimiento del consejo. 
5. –– Considerando que la fabricación privada de municiones y de material de guerra suscita graves objeciones, los miembros de la sociedad encargan al consejo dar opinión acerca de las medidas apropiadas para evitar sus efectos perniciosos, teniendo en cuenta las necesidades de los miembros de la sociedad que no puedan fabricar las municiones y el material de guerra necesarios para su seguridad. 
6. –– Los miembros de la sociedad se comprometen a canjearse, de la manera más franca y más completa, todos los informes relativos a la escala de sus armamentos, sus programas militares, navales y aéreos, así como la condición de aquellas de sus industrias susceptibles de ser utilizadas para la guerra. 
Art. 9° –– Se constituirá una comisión permanente para informar el consejo con respecto a la ejecución de las disposiciones de los artículos 1° y 8°, y en general, con respecto a las cuestiones militares, navales y aéreas. 
Art. 10. –– Los miembros de la sociedad se comprometen a respetar y a mantener contra toda agresión exterior la integridad territorial y la independencia política presente de todos los miembros de la sociedad. En caso de agresión, de amenaza o de peligro de agresión, el consejo emitirá opinión sobre los medios de asegurar la ejecución de está obligación. 
Art. 11. –– 1. Se declara expresamente que toda guerra o amenaza de guerra, afecte directamente o no a uno de los miembros de la sociedad, interesa a la sociedad entera y que ésta debe adoptar las medidas adecuadas para salvaguardar eficazmente la paz de las naciones. En tal caso el secretario general convoca inmediatamente al consejo, a pedido de cualquier miembro de la sociedad. 
2. –– Se declara, asimismo, que todo miembro de la sociedad tiene derecho, a título amistoso, de llamar la atención de la asamblea o del consejo sobre cualquier circunstancia de naturaleza que pudiese afectar las relaciones internacionales y que amenazara perturbar en adelante la paz o la buena inteligencia entre las naciones de la cual depende la paz. 
Art. 12 (1). –– 1. Todos los miembros de la sociedad convienen en que, si surgiera entre ellos una divergencia susceptible de provocar una ruptura, la someterán al procedimiento del arbitraje o a un arreglo judicial, o al examen del consejo. Convienen además que, en caso alguno, deben recurrir a la guerra antes de la expiración de un plazo de 3 meses desde el fallo arbitral o judicial, o el informe del consejo. 
2. –– En todos los casos previstos por el presente artículo, la decisión debe producirse dentro de un plazo prudencial y el informe del consejo debe expedirse dentro de los 6 meses de haberle sido sometida la divergencia. 
Art. 13. (2). –– 1. Los miembros de la sociedad convienen en que si surgiera entre ellos una divergencia susceptible, a su juicio, de una solución arbitral o judicial, y si esta divergencia no pudiese solucionarse satisfactoriamente por la vía diplomática, la cuestión será sometida integralmente a un arreglo arbitral o judicial. 
2. –– Entre las que generalmente son susceptibles de una solución arbitral o judicial, se declararan tales las divergencias relativas a la interpretación de un tratado, a todo punto de derecho internacional, a la realidad de todo hecho que, si fuera comprobado, constituiría la ruptura de un compromiso internacional o a la extensión o naturaleza de la reparación debida por tal ruptura. 
3. –– La causa será sometida a la Corte Permanente de Justicia Internacional o a toda jurisdicción o Corte designada por las partes o previstas en sus convenciones anteriores. 
4. –– Los miembros de la sociedad se comprometen a cumplir de buena fe las sentencias pronunciadas y a no recurrir a la guerra contra todo miembro de la sociedad que se conformara a las mismas. En caso de falta de cumplimiento de las sentencias, el consejo propondrá las medidas necesarias para asegurar su efecto. 
Art. 14. –– El consejo queda encargado de preparar un proyecto de Corte Permanente de Justicia Internacional y de someterlo a los miembros de la sociedad. Esta Corte entenderá en todas las divergencias de carácter internacional que le fueran sometidas por las partes. Emitirá también opiniones consultivas sobre toda divergencia o cualquier otro punto que fueran sometidos por el consejo a la asamblea. 
Art. 15 (1). –– 1. Si entre los miembros de la sociedad surgiera una divergencia susceptible de provocar una ruptura y si esta divergencia no fuera sometida al procedimiento de arbitraje o a un arreglo judicial previsto en el artículo 13, los miembros de la sociedad convienen en someterla al consejo. A tal efecto, basta que uno de ellos informe de esa divergencia al secretario general, quien tomará todas las disposiciones tendientes a una encuesta y a un examen completos. 
2. –– A la brevedad posible las partes deben comunicarle la exposición de su causa con todos los hechos pertinentes y los documentos justificativos. El consejo puede ordenar su publicación inmediata. 
3. –– El consejo se esfuerza en asegurar el arreglo de la divergencia. Si tiene éxito, publica, dentro de la medida que juzgara útil, una exposición relatando los hechos, las explicaciones que comportan y los términos de ese arreglo. 
4. –– Si la divergencia no ha podido arreglarse, el consejo redacta y publica un informe, votado sea por unanimidad o por mayoría de votos, para hacer conocer las circunstancias de la divergencia y las soluciones que recomienda como las más equitativas y mejor apropiadas para el caso. 
5. –– Todo miembro de la sociedad representado en el consejo, puede igualmente, publicar una exposición de los hechos de la divergencia y sus propias conclusiones. 
6. –– Si el informe del consejo es aceptado por unanimidad, no contando para el cálculo de esa unanimidad el voto de los representantes de las partes, los miembros de la sociedad se comprometen a no recurrir a la guerra contra ninguna parte que se conforme a las conclusiones del informe. 
7. –– En el caso en que el consejo no consiguiera hacer aceptar su informe por todos los miembros, fuera de los representantes de toda parte en la divergencia, los miembros de la sociedad se reservan el derecho de proceder como lo juzgaran necesario para el mantenimiento del derecho y de la justicia. 
8. –– Si una de las partes pretende y si el consejo reconoce que la divergencia se refiere a una cuestión que el derecho internacional deja a la competencia exclusiva de esta parte, el consejo lo constatará en un informe, pero sin recomendar solución alguna. 
9. –– El consejo puede, en todos los casos previstos en el presente artículo, someter la divergencia a la asamblea. A ésta deberá igualmente someterse la divergencia a requerimiento de una de las partes; este requerimiento debe ser presentado dentro de los 14 días a partir del momento en que la divergencia fuera sometida al consejo. 
10. –– En todo asunto sometido a la asamblea, las disposiciones del presente artículo y del artículo 12 relativas a la acción y a las facultades del consejo, se aplican igualmente a la acción y a las facultades de la asamblea. Queda entendido que un informe expedido por la asamblea con aprobación de los representantes de los miembros de la sociedad representados en el consejo y de una mayoría de los otros miembros de la sociedad, con exclusión, en cada caso, de los representantes de las partes, tiene el mismo efecto que un informe del consejo por unanimidad de sus miembros, fuera de los representantes de las partes. 
Art. 16. –– 1. Si un miembro de la sociedad recurre a la guerra, contrariamente a los compromisos contraídos en los artículos 12, 13 ó 15, es "ipso facto" considerado como habiendo cometido un acto de guerra contra todos los demás miembros de la sociedad. Estos se comprometen a romper inmediatamente con él todas las relaciones comerciales o financieras, a prohibir todas las relaciones entre sus nacionales y los del Estado en ruptura del Pacto y a hacer cesar todas las comunicaciones financieras, comerciales o personales entre los nacionales de este Estado y los de cualquier otro Estado, miembro o no de la sociedad. 
2. –– En este caso, el consejo tiene el deber de recomendar a los diversos gobiernos interesados los efectivos militares, navales o aéreos con los cuales los miembros de la sociedad contribuirán respectivamente a las fuerzas armadas destinadas a hacer respetar los compromisos de la sociedad. 
3. –– Los miembros de la sociedad convienen, además, en prestarse mutuo apoyo en la aplicación de las medidas económicas y financieras a adoptarse en virtud del presente artículo a fin de reducir al mínimum las pérdidas y los inconvenientes que de ellas pudieran resultar. Se prestarán igualmente mutuo apoyo para resistir a toda medida especial dirigida contra uno de ellos por el Estado en ruptura de pacto. Adoptarán las disposiciones necesarias para facilitar el tránsito a través de su territorio, de las fuerzas de todo miembro de la sociedad que participe en una acción común para hacer respetar los compromisos de la sociedad. 
4. –– Puede ser excluido de la sociedad todo miembro que se hubiera hecho culpable de la violación de algunos de los compromisos resultantes del pacto. La exclusión se pronunciará por el voto de todos los demás miembros de la sociedad representados en el consejo. 
Art. 17. –– 1. En caso de divergencia entre dos Estados, de los cuales uno sólo sea miembro de la sociedad o de la cual ninguno participara, el Estado o los Estados ajenos a la sociedad serán invitados a someterse a las obligaciones que se imponen a sus miembros a los fines del arreglo de la divergencia, en las condiciones estimadas justas por el consejo. Si esta invitación fuera aceptada, las disposiciones de los artículos 12 a 16 se aplicarán bajo reserva de las modificaciones juzgadas necesarias por el consejo. 
2. –– Una vez formulada esta invitación, el consejo abrirá una encuesta sobre las circunstancias de la divergencia y propondrá la medida que le pareciera mejor y más eficaz en ese caso particular. 
3. –– Si el Estado invitado, rehusando aceptar las obligaciones de miembro de la sociedad a los efectos del arreglo de la divergencia, recurriera a la guerra contra un miembro de la sociedad, le serán aplicables las disposiciones del artículo 16. 
4. –– Si las dos partes invitadas rehusaran aceptar las obligaciones de miembro de la sociedad a los efectos del arreglo de la divergencia, el conejo podrá adoptar todas las medidas y hacer todas las proposiciones conducentes a prevenir las hostilidades y llevar a la solución del conflicto. 
Art. 18. –– Todo tratado o compromiso internacional celebrado en lo futuro por un miembro de la sociedad deberá ser inmediatamente registrado por la secretaría y publicado por ella a la brevedad posible. Ninguno de esos tratados o compromisos internacionales será obligatorio antes de haber sido registrado. 
Art. 19. –– La asamblea puede, de tiempo en tiempo, invitar a los miembros de la sociedad a proceder a un nuevo examen de los tratados que hubieran llegado a ser inaplicables, así como de las situaciones internacionales cuyo mantenimiento podría poner en peligro la paz del mundo. 
Art. 20. –– 1. Los miembros de la sociedad reconocen, cada uno en lo que le concierne, que el presente pacto abroga todas las obligaciones o inteligencia "inter se" incompatibles con sus términos y se comprometen solemnemente a no contraer en lo futuro compromisos semejantes. 
2. –– Si antes de ingresar a la sociedad, un miembro hubiera asumido obligaciones incompatibles con los términos del pacto, deberá adoptar medidas inmediatas para desligarse de esas obligaciones. 
Art. 21. –– Los compromisos internacionales, tales como los tratados de arbitraje, y las inteligencias regionales, (ententes regionales), como la doctrina de Monroe, que aseguran el mantenimiento de la paz, no se consideran incompatibles con ninguna de las disposiciones del presente pacto. 
Art. 22. –– 1. Los principios siguientes se aplican a las colonias y territorios que, a raíz de la guerra, han cesado de hallarse bajo la soberanía de los Estados que los gobernaban anteriormente y que son habitados por pueblos aun incapaces de regirse por sí mismos en las condiciones particularmente difíciles del mundo moderno. El bienestar y desarrollo de esos pueblos constituye una misión sagrada de civilización, y conviene incluir en el presente pacto garantías para el cumplimiento de esta misión. 
2. –– El mejor método para realizar prácticamente este principio consiste en confiar la tutela de esos pueblos a las naciones adelantadas que, gracias a sus recursos, su experiencia o su posición geográfica, están en mejores condiciones para asumir esta responsabilidad y que consienten en aceptarla. Ellas ejercerán esta tutela en calidad de mandatarios y en nombre de la sociedad. 
3. –– El carácter del mandato debe diferir según el grado de desarrollo del pueblo, la situación geográfica del territorio, sus condiciones económicas y cualquiera otra circunstancia análoga. 
4. –– Ciertas comunidades que antes pertenecían al Imperio Otomano, han alcanzado tal grado de desarrollo que su existencia como naciones independientes puede ser reconocida provisoriamente a condición de que los consejos y la ayuda de un mandatario guíen su administración hasta el momento en que ellas sean capaces de manejarse solas. Los deseos de esas comunidades deben ser tomados en especial consideración para la elección del mandatario. 
5. –– El grado de desarrollo en que se encuentran otros pueblos, especialmente los del Africa Central, exige que el mandatario asuma la administración del territorio en condiciones que, con la prohibición de abusos tales como la trata de esclavos, el tráfico de armas y de alcohol, garanticen la libertad de conciencia y de religión sin otras limitaciones que las que puede imponer el mantenimiento del orden público y de las buenas costumbres, y la prohibición de establecer fortificaciones o bases militares o navales y de dar instrucción militar a los indígenas para otros fines que los de policía o defensa del territorio, y que aseguren igualmente a los otros miembros de la sociedad, condiciones de igualdad para el intercambio y el comercio. 
6. –– Existen, por fin, territorios tales como el Sudoeste Africano y ciertas islas del Pacífico Austral, que debido a su escasa población, a su superficie reducida, a su alejamiento de los centros de civilización, a su contigüidad geográfica con el territorio del mandatario, o a otras circunstancias; no podrían ser mejor administrados que bajo las leyes del mandatario, como parte integrante de su territorio, bajo reserva de las garantías previstas más arriba en interés de la población indígena. 
7. –– En todos los casos, el mandatario deberá presentar al consejo un informe anual concerniente a los territorios a su cargo. 
8. –– Si el grado de autoridad, de contralor o de administración a ejercerse por el mandatario no hubiera sido objeto de una convención anterior entre los miembros de la sociedad, el consejo se pronunciará expresamente sobre el particular. 
9. –– Se constituirá una comisión permanente encargada de recibir y examinar los informes anuales de los mandatarios y de dar al consejo su opinión sobre todas las cuestiones relativas a la ejecución de los mandatos. 
Art. 23. –– Bajo la reserva y de conformidad con las disposiciones de las convenciones internacionales actualmente existentes o que se celebraran ulteriormente, los miembros de la sociedad: 
a) Se esforzarán en asegurar y mantener condiciones de trabajo equitativas y humanas para el hombre, la mujer y el niño, tanto en sus propios territorios como en todos los países a los que se extendieran sus relaciones comerciales e industriales, estableciendo con ese objeto y manteniendo las organizaciones internacionales necesarias; 
b) Se comprometen a asegurar un tratamiento equitativo a las poblaciones indígenas en los territorios sometidos a su administración; 
c) Confían a la sociedad el contralor general de los acuerdos relativos a la trata de mujeres y niños, así como al tráfico del opio y otras drogas nocivas; 
d) Confían a la sociedad el contralor general del comercio de armas y municiones con los países en que el contralor de dicho comercio fuera indispensable en interés común; 
e) Adoptarán las disposiciones necesarias para asegurar la garantía y el mantenimiento de la libertad de las comunicaciones y del tránsito, así como un tratamiento equitativo del comercio de todos los miembros de la sociedad, quedando entendido que se tendrán en cuenta las necesidades especiales de las regiones devastadas durante la guerra 1914-1918; 
f) Se esforzarán en adoptar medidas de orden internacional para prevenir y combatir las enfermedades. 
Art. 24. –– 1. Todas las oficinas internacionales anteriormente establecidas por tratados colectivos serán, bajo reserva del asentimiento de las partes, puestas bajo la autoridad de la sociedad. Todas las demás oficinas internacionales y todas las comisiones para el arreglo de los asuntos de interés internacional que fuesen creadas en lo sucesivo, serán colocadas bajo la autoridad de la sociedad. 
2. –– Para todas las cuestiones de interés internacional regidas por convenciones generales, pero no sometidas al contralor de comisiones o de oficinas internacionales, la secretaría de la sociedad, si las partes lo solicitan y el consejo consiente en ello, deberá reunir y distribuir todas las informaciones útiles y prestar toda la asistencia necesaria o deseable. 
3. –– El consejo puede decidir se incluyan en los gastos de la secretaría los de toda oficina o comisión colocada bajo la autoridad de la sociedad. 
Art. 25. –– Los miembros de la sociedad se comprometen a fomentar y favorecer el establecimiento y la cooperación de las organizaciones voluntarias nacionales de la Cruz Roja, debidamente autorizadas, que tuvieran por objeto la mejora de la salud, la defensa preventiva contra las enfermedades y mitigar los sufrimientos del mundo. 
Art. 26. –– 1. Las enmiendas al presente pacto entrarán en vigor después de su ratificación por los miembros de la sociedad, cuyos representantes componen el consejo y por la mayoría de aquellos miembros cuyos representantes forman la asamblea. 
2. –– Todo miembro de la sociedad tiene la libertad de no aceptar las enmiendas introducidas al pacto, en cuyo caso cesará de formar parte de la sociedad. 
ANEXO 
I –– Miembros originarios de la Sociedad de las Naciones, 
Signatarios del tratado de paz
E. U. de América Bélgica Bolivia Brasil Imperio Británico Canadá Australia Africa del Sud Nueva Zelandia India China Cuba Ecuador Francia Grecia Guatemala Japón Italia Honduras Hedjaz Haití Liberia Nicaragua Panamá Perú Polonia Portugal Rumania Est. Servio-Croata-Esloveno Siam Checoeslovaquia Uruguay 
Estados invitados a acceder al acto 
Argentina Chile Colombia Dinamarca España Noruega Paraguay Países Bajos Persia El Salvador Suecia Venezuela Suiza 
II –– Primer secretario general de la Sociedad de las Naciones
El honorable sir James Eric Drummond. K. C. M. G., C. B. 
Es traducción fiel de la publicación oficial en idioma francés, emanada de la Sociedad de las Naciones. Buenos Aires, septiembre 5 de 1932. - Carlos A. Alcorta. 
Parte XIII del Tratado de Versalles del 28 de junio de 1919 
Trabajo 
Seccion I –– Organización del trabajo
Visto que la Sociedad de las Naciones tiene por objeto establecer la paz universal, y que tal paz no puede ser fundada sino sobre la base de la justicia social; 
Visto que existen condiciones de trabajo que implican para un gran número de personas la injusticia, la miseria y las privaciones, lo que engendra un tal descontento que la paz y la armonía universales son puestas en peligro, y atento que es urgente mejorar esas condiciones: por ejemplo, en lo que concierne a la reglamentación de las horas de trabajo, a la fijación de una duración máxima de la jornada y de la semana de trabajo, al reclutamiento de la mano de obra, la lucha contra la desocupación, la garantía de un salario que asegure condiciones de existencia convenientes, la protección de los trabajadores contra las enfermedades generales o profesionales y los accidentes resultantes del trabajo, la protección de los niños, de los adolescentes y de las mujeres, las pensiones de vejez y de invalidez, la defensa de los intereses de los trabajadores ocupados en el extranjero, la afirmación del principio de la libertad sindical, la organización de la enseñanza profesional y técnica y a otras medidas análogas; 
Visto que la no adopción de un régimen de trabajo realmente humano es un obstáculo puesto a los esfuerzos de las demás naciones deseosas de mejorar la suerte de los trabajadores en sus propios países; 
Las altas partes, contratantes, movidas por sentimientos de justicia y humanidad, tanto como por el deseo de asegurar una paz mundial duradera, han convenido en lo que sigue: 
Capitulo Primero –– Organización
Art. 387. –– Se funda una organización permanente encargada de trabajar en la realización del programa expuesto en el preámbulo. 
Los miembros originarios de la Sociedad de las Naciones, serán miembros originarios de esta organización, y, en adelante, la calidad de miembro de la Sociedad de las Naciones traerá consigo la de miembro de dicha organización. 
Art. 388. –– La organización permanente comprenderá: 
1° Una conferencia general de representantes de los miembros; 
2° Una oficina internacional del trabajo bajo la dirección del consejo de administración previsto en el artículo 393. 
Art. 389. –– La conferencia general de los representantes de los miembros celebrará sesiones cada vez que sea necesario, y, por lo menos, una vez por año. Ella se compondrá de cuatro representantes de cada uno de los miembros, de los cuales dos serán los delegados del gobierno, y los otros dos representarán, respectivamente, por una parte a los empleadores y por la otra parte a los trabajadores dependientes de cada uno de los miembros. 
Cada delegado podrá ser acompañado de consejeros técnicos cuyo número no podrá exceder de dos por cada una de las distintas materias inscriptas en la orden del día de la sesión. Cuando deban discutirse en la conferencia cuestiones que interesan especialmente a las mujeres, una por lo menos de las personas designadas como consejeros técnicos debe ser una mujer. 
Los miembros se comprometen a designar los delegados y consejeros técnicos no gubernamentales, de acuerdo con las organizaciones profesionales más representativas, sea de los empleadores, sea de los trabajadores del país respectivo, bajo reserva de que tales organizaciones existan. 
Los consejeros técnicos no estarán autorizados para tomar la palabra sino a pedido hecho por el delegado al cual se hallan agregados y con la autorización especial del presidente de la conferencia; no podrán tomar parte en las votaciones. 
Un delegado puede, por nota escrita dirigida al presidente, designar a uno de sus consejeros técnicos como suplente suyo, y dicho suplente en este carácter podrá participar en las deliberaciones y votaciones. 
Los nombres de los delegados y sus consejeros técnicos serán comunicados a la oficina internacional del trabajo por el gobierno de cada uno de los miembros. 
Los poderes de los delegados y de sus consejeros técnicos serán sometidos a la verificación de la conferencia, la que podrá, por mayoría de dos tercios de los sufragios emitidos por los delegados presentes, rehusarse a admitir a cualquier delegado o consejero técnico que ella no juzgara haber sido designado de conformidad con los términos del presente artículo. 
Art. 390. –– Cada delegado tendrá el derecho de votar individualmente en todas las cuestiones sometidas a las deliberaciones de la conferencia. 
En el caso de que uno de los miembros no hubiera designado alguno de los delegados no gubernamentales a que tiene derecho, el otro delegado no gubernamental tendrá el derecho de tomar parte en las discusiones de la conferencia pero no tendrá el derecho de votar. 
En el caso en que la conferencia, en virtud de los poderes que le confiere el artículo 389, rehusara admitir a uno de los delegados de uno de los miembros, las estipulaciones del presente artículo serán aplicadas como si dicho delegado no hubiese sido designado. 
Art. 391. –– Las sesiones de la conferencia tendrán lugar en la sede de la Sociedad de las Naciones, o en cualquier otro lugar que hubiera sido fijado por la conferencia, en una sesión anterior, por una mayoría de dos tercios de votos emitidos por delegados presentes. 
Art. 392. –– La oficina internacional del trabajo se establecerá en la sede de la Sociedad de las Naciones y formará parte del conjunto de las instituciones de la sociedad. 
Art. 393. –– La oficina internacional del trabajo será colocada bajo la dirección de un consejo de administración compuesto de 24 personas, las cuales serán designadas según las distintas posiciones siguientes: 
El consejo de administración de la oficina internacional del trabajo se compondrá como sigue: 
Doce personas representando a los gobiernos; 
Seis personas elegidas por los delegados a la conferencia, representando a los patrones; 
Seis personas elegidas por los delegados a la conferencia, representando a los empleados y obreros. 
Entre las doce personas representando a los gobiernos, ocho serán nombradas por los miembros cuya importancia industrial sea más considerable y cuatro serán nombradas por las miembros designados a este efecto por los delegados gubernamentales a la conferencia, con exclusión de los delegados de los ocho miembros arriba mencionados. 
Las contestaciones eventuales respecto de la cuestión de saber cuáles son los miembros que tienen importancia industrial más considerable, serán resueltas por el consejo de la Sociedad de las Naciones. 
La duración del mandato de los miembros del consejo de administración, será de tres años. La manera de proveer los puestos vacantes y demás cuestiones de la misma naturaleza podrán ser regladas por el consejo de administración bajo reserva de la aprobación por la conferencia. 
El consejo de administración elegirá a uno de sus miembros como presidente y establecerá su reglamento. Se reunirá en las épocas que él mismo fijará. Se celebrará una sesión especial cada vez que diez miembros del consejo, por lo menos, hayan formulado un pedido escrito a este respecto. 
Art. 394. –– Al frente de la oficina internacional del trabajo será puesto un director, designado por el consejo de administración del cual recibirá sus instrucciones y frente al cual será responsable de la buena marcha de la oficina, así como de la ejecución de todas las demás tareas que hubieran podido serle confiadas. 
El director o su suplente asistirán a todas las sesiones del consejo de administración. 
Art. 395. –– El personal de la oficina internacional del trabajo será elegido por el director. La designación deberá recaer, en la medida compatible con la preocupación de obtener el mejor rendimiento, en personas de diferentes nacionalidades. Cierto número de esas personas deberán ser mujeres. 
Art. 396. –– Las funciones de la oficina internacional del trabajo comprenderán la centralización y la distribución de todas las informaciones concernientes a la reglamentación internacional de la condición de los trabajadores y del régimen del trabajo y, en particular, el estudio de las cuestiones que tiene el encargo de someter a las discusiones de la conferencia para la celebración de convenciones internacionales, así como la ejecución de todas las encuestas especiales prescriptas por la conferencia. 
Estará encargada de preparar la orden del día de las sesiones de la conferencia. 
Desempeñará, de conformidad con lo estipulado en la presente parte de este tratado, los deberes que le incumbe en lo tocante a todas las diferencias internacionales. 
Redactará y publicará en francés, en inglés y en cualquier otro idioma que el consejo de administración juzgare conveniente, un boletín periódico consagrado al estudio de las cuestiones concernientes a la industria y al trabajo que presenten un interés internacional. 
De una manera general tendrá, además de las funciones indicadas en el presente artículo, todos los demás poderes y funciones que la conferencia juzgara apropiado atribuirle. 
Art. 397. –– Los ministerios de los miembros que se ocupan de las cuestiones obreras podrán relacionarse directamente con el director por intermedio del representante de su gobierno en el consejo de administración de la oficina internacional del trabajo, o, a falta de tal representante, por intermedio de cualquier otro funcionario debidamente calificado y designado a este efecto por el gobierno interesado. 
Art. 398. –– La oficina internacional del trabajo podrá pedir el concurso del secretario general de la Sociedad de las Naciones para todas las cuestiones en que tal concurso pudiera ser prestado. 
Art. 399. ––– Cada uno de los miembros pagará los gastos del viaje y de estada de sus delegados y de sus consejeros técnicos, así como los de sus representantes que tomen parte en las sesiones de la conferencia y del consejo de administración según los casos. 
Todos los demás gastos de la oficina internacional del trabajo, de las sesiones de la conferencia o de las del consejo de administración, serán reembolsados al director por el secretario general de la Sociedad de las Naciones con el presupuesto general de la sociedad. 
El director será responsable, ante el secretario general de la Sociedad de las Naciones, por el empleo de todos los fondos que le hayan sido entregados de conformidad con las estipulaciones del presente artículo. 
Capitulo segundo –– Funcionamiento
Art. 400. –– El consejo de administración establecerá la orden del día de las sesiones de la conferencia luego de haber examinado todas las proposiciones hechas por el gobierno de uno de los miembros o por cualquiera otra organización prevista en el artículo 389 respecto de las materias a inscribirse en dicha orden del día. 
Art. 401. –– El director desempeñará las funciones de secretario general de la conferencia y deberá hacer llegar la orden del día de cada sesión, cuatro meses antes de la apertura de esa sesión, a cada uno de los miembros, y, por intermedio de éstos, a los delegados no gubernamentales, cuando estos últimos hubieran sido designados. 
Art. 402. –– Cada uno de los gobiernos de los miembros tendrá el derecho de observar a que uno o varios de los temas previstos sean inscriptos en la orden del día de la sesión. Los motivos justificando esa oposición deberán ser expuestos en una memoria explicativa dirigida al director, quien deberá comunicarla a los miembros de la organización permanente. 
Los temas a los cuales se haya hecho oposición permanecerán, sin embargo, incluidos en el orden del día si la conferencia lo decide así por mayoría de dos tercios de los votos emitidos por los delegados presentes. 
Todo asunto respecto del cual la conferencia decida, por la misma mayoría de dos tercios, que ella sea examinada (a diferencia de lo previsto en el inciso que antecede), será remitido a la orden del día de la sesión siguiente. 
Art. 403. –– La conferencia formulará las reglas de su funcionamiento; ella elegirá a su presidente; podrá nombrar comisiones encargadas de presentar informes sobre cualesquiera cuestiones que estime deba poner a estudio. 
La simple mayoría de votos emitidos por los miembros presentes de la conferencia decidirá en todos los casos en que una mayoría más fuerte no sea especialmente prevista por otros artículos de la presente parte de este tratado. 
Ningún voto es válido si el número de sufragios emitidos es inferior a la mitad del número de los delegados presentes en la sesión. 
Art. 404. –– La conferencia podrá agregar a las comisiones que constituya, consejeros técnicos que tendrán voz consultiva, pero no deliberativa. 
Art. 405. –– Si la conferencia se pronuncia por la adopción de proposiciones relativas a un objeto en la orden del día, tendrá que determinar si dichas proposiciones deberán tomar la forma: a) de una "recomendación" a someter al examen de los miembros, con el fin de llevarla a efecto bajo forma de ley nacional o de otra manera; b) o bien, de un proyecto de convención internacional a ratificar por los miembros. 
En los dos casos, para que una recomendación o un proyecto de convención sea adoptado en votación final por la conferencia, se requiere una mayoría de los dos tercios de votos de los delegados presentes. 
Al formular una recomendación o un proyecto de convención de aplicación general la conferencia deberá tener en cuenta los países cuyo clima, desarrollo incompleto de la organización industrial u otras circunstancias particulares hagan las condiciones de la industria esencialmente diferentes, y ella deberá sugerir aquellas modificaciones que considerara necesarias para responder a las condiciones propias de esos países. 
Un ejemplar de la recomendación o del proyecto de convención será firmado por el presidente de la conferencia y el director y depositado en manos del secretario general de la Sociedad de las Naciones. Este comunicará una copia certificada conforme de la recomendación o del proyecto de convención a cada uno de los miembros. 
Cada uno de los miembros se compromete a someter en el plazo de un año, a contar de la clausura de la sesión de la conferencia (o, si a consecuencia de circunstancias excepcionales es imposible proceder en el término de un año, desde que sea posible, pero nunca después de los dieciocho meses después de la clausura de la sesión de la conferencia), la recomendación o el proyecto de convención a la autoridad o autoridades en cuya competencia entre la materia, a fin de transformarla en ley o adoptar medidas de otro orden. 
Si se trata de una recomendación, los miembros informarán al secretario general sobre las medidas tomadas. 
Si se trata de un proyecto de convención, el miembro que haya obtenido el consentimiento de la autoridad o autoridades competentes, comunicará su ratificación formal de la convención al secretario general y tomará aquellas medidas que sean necesarias para hacer efectivas las disposiciones de dicha convención. 
Si una recomendación no es seguida de un acto legislativo u otras medidas de naturaleza tal que hagan efectiva esa recomendación o bien si un proyecto de convención no halla el asentimiento de la autoridad o autoridades en cuya competencia entra la materia, el miembro no será sometido a ninguna otra obligación. 
En el caso de que se trate de un Estado federal cuyo poder de adherir a una convención sobre objetos concernientes al trabajo esté sometido a ciertas restricciones, el gobierno tendrá el derecho de considerar un proyecto de convención al que se apliquen esas limitaciones como una simple recomendación y las disposiciones del presente artículo en lo que respecta a las recomendaciones no se aplicarán en este caso. 
El artículo susodicho se interpretará de conformidad con el siguiente principio: 
En ningún caso podrá pedirse a ninguno de los miembros como consecuencia de la adopción por la conferencia de una recomendación o de un proyecto de convención, que disminuya la protección ya acordada por su legislación a los trabajadores de que se trata. 
Art. 406. –– Toda convención así ratificada será registrada por el secretario general de la Sociedad de las Naciones, pero no obligará más que a los miembros que la hayan ratificado. 
Art. 407. –– Todo proyecto que, en la votación final del conjunto, no consiga la mayoría de los dos tercios de votos emitidos por los miembros presentes, puede ser objeto de una convención particular entre aquellos miembros de la organización permanente que lo deseen. 
Toda convención particular de esta naturaleza deberá ser comunicada por los gobiernos interesados al secretario general de la Sociedad de las Naciones, quien la hará registrar. 
Art. 408. –– Cada uno de los miembros se compromete a presentar a la oficina internacional del trabajo un informe anual sobre las medidas tomadas por él para poner en ejecución las convenciones a las que se hubiera adherido. Estos informes serán redactados en la forma indicada por el consejo de administración y deberán contener las especificaciones pedidas por este último. El director presentará un resumen de esos informes en la sesión más próxima de la conferencia. 
Art. 409. –– Toda reclamación dirigida a la oficina internacional del trabajo por una organización profesional obrera o patronal, según la cual uno cualesquiera de los miembros no haya asegurado en forma satisfactoria la ejecución de una convención a que dicho miembro se ha adherido, podrá ser transmitida por el consejo de administración al gobierno reclamado y este gobierno podrá ser invitado a hacer en la materia la declaración que juzgare conveniente. 
Art. 410. –– Si no se recibiera ninguna declaración del gobierno reclamado dentro de un plazo razonable, o si la declaración recibida no pareciese satisfactoria al consejo de administración, este último tendrá el derecho de hacer pública la reclamación recibida y, si del caso fuera, la respuesta dada. 
Art. 411. –– Cada uno de los miembros podrá depositar una queja en la oficina internacional del trabajo contra otro miembro que, a su parecer, no asegurara de una manera satisfactoria la ejecución de una convención que uno y otro hubieran ratificado en virtud de los artículos precedentes. 
El consejo de administración puede, si juzga apropiado, y antes de dirigirse a una comisión de encuesta según el procedimiento indicado a continuación, ponerse en relaciones con el gobierno reclamado, en la forma indicada por el artículo 409. 
Si el consejo de administración no juzga necesario comunicar la queja el gobierno reclamado, o si una vez hecha esa comunicación no se ha recibido respuesta que satisfaga al consejo de administración en un plazo razonable, el consejo podrá provocar la formación de una comisión de encuesta que tendrá la misión de estudiar la cuestión promovida y de poner un informe a su respecto. 
El mismo procedimiento podrá ser empleado por el consejo, sea de oficio, sea por queja de un delegado a la conferencia. 
Cuando una cuestión planteada en aplicación de los artículos 410 y 411 se lleve ante el consejo de administración, el gobierno reclamado, si ya no tiene representante en el seno del consejo de administración, tendrá el derecho de designar un delegado para tomar parte en las deliberaciones del consejo, relativas a ese asunto. La fecha en que esas discusiones deban tener lugar será notificada en tiempo útil al gobierno reclamado. 
Art. 412. –– La comisión de encuesta se constituirá de la siguiente manera: Cada uno de los miembros se compromete a designar, en los seis meses que sigan a la fecha de la entrada en vigencia del presente tratado, tres personas competentes en cuestiones industriales, la primera, en representación de los patrones, la segunda, en representación de los obreros y la tercera, independiente de unos y otros. El conjunto de esas personas formará una lista de la que serán elegidos los miembros de la comisión de encuesta. 
El consejo de administración tendrá el derecho de verificar los títulos de dichas personas y de rehusar, mediante mayoría de dos tercios de los votos emitidos por los representantes presentes, el nombramiento de aquellas cuyos títulos no satisficieran las prescripciones del presente artículo. 
A pedido del consejo de administración, el secretario general de la Sociedad de las Naciones designará a tres personas elegidas respectivamente en cada una de las tres categorías de la lista, para constituir la comisión de encuesta y designará, además, una de esas tres personas para presidir dicha comisión. Ninguna de las tres personas así designadas podrá depender de uno de los miembros directamente interesados en la queja. 
Art. 413. –– En el caso en que una queja fuera remitida, en virtud del artículo 411, a una comisión de encuesta cada uno de los miembros, esté o no directamente interesado en la queja, se compromete a poner a disposición de la comisión toda información que se hallara en su posesión, relativa al objeto de la queja. 
Art. 414. –– La comisión de encuesta, después de un estudio a fondo de la queja, redactará un informe en el que consignará sus verificaciones sobre todos los puntos de hecho que permitan precisar el alcance de la contienda, así como las recomendaciones que crea deber formular en cuanto a las medidas a tomar para dar satisfacción al gobierno reclamante y en lo que respecta a los plazos en que han de ser tomadas esas medidas. 
Ese informe indicará, igualmente, si del caso fuera, las sanciones de orden económico contra el gobierno reclamado que la comisión juzgare convenientes y cuya aplicación por los demás gobiernos le pareciera justificada. 
Art. 415. –– El secretario general de la Sociedad de las Naciones comunicará el informe de la comisión de encuesta a cada uno de los gobiernos interesados en la diferencia y asegurará su publicación. 
Cada uno de los gobiernos interesados deberá significar al secretario general de la Sociedad de las Naciones, en el plazo de un mes, si acepta o no las recomendaciones contenidas en el informe de la comisión y, en el caso de que no las aceptara, si desea someter la diferencia a la Corte Permanente de Justicia Internacional de la Sociedad de las Naciones. 
Art. 416. –– En el caso de que uno de los miembros no tomare, en lo relativo a una recomendación o a un proyecto de convención, las medidas prescriptas en el artículo 405, cualquier otro miembro tendrá el derecho de denunciarlo a la Corte Permanente de Justicia Internacional. 
Art. 417. –– La decisión de la Corte Permanente de Justicia Internacional concerniente a una queja o cuestión que le hubiere sido sometida de acuerdo con los artículos 415 ó 416, no será susceptible de apelación. 
Art. 418. –– Las conclusiones o recomendaciones eventuales de la comisión de encuesta podrán ser confirmadas, enmendadas o anuladas por la Corte Permanente de Justicia Internacional, la que deberá llegado el caso, indicar las sanciones de orden económico que creyera conveniente tomar respecto de un gobierno en falta y cuya aplicación por los demás gobiernos le pareciera justificada. 
Art. 419. –– Si un miembro cualquiera no se conforma, dentro del plazo prescripto, a las recomendaciones eventualmente contenidas, sea en el informe de la comisión de encuesta o en la decisión de la Corte Permanente de Justicia Internacional, cualquier otro miembro podrá aplicar a dicho miembro las sanciones de orden económico que el informe de la comisión o la decisión de la corte hubieran declarado aplicables en el caso. 
Art. 420. –– El gobierno en falta puede, en todo momento, informar al consejo de administración haber tomado las medidas necesarias para conformarse, sea a las recomendaciones de la comisión de encuesta o a las contenidas en la decisión de la Corte Permanente de Justicia Internacional y puede pedir al consejo de querer hacer constituir por el secretario general de la Sociedad de las Naciones, una comisión de encuesta encargada de verificar sus afirmaciones. En este caso se aplicarán las disposiciones de los artículos 412, 413, 414, 415, 417 y 418, y si el informe de la comisión de encuesta o la decisión de la Corte Permanente de Justicia Internacional son favorables al gobierno en falta, los demás gobiernos deberán inmediatamente hacer cesar las medidas de orden económico que hubieren tomado contra ese Estado. 
Capitulo Tercero –– Prescripciones generales
Art. 421. –– Los miembros se comprometen a aplicar las convenciones a que hubieren adherido de conformidad con las estipulaciones de la presente parte de este tratado, a aquellas de sus colonias o posesiones y a aquellos de sus protectorados que no se gobiernen plenamente por sí mismos, pero con las reservas siguientes: 
1° Que la convención no se haga inaplicable por las condiciones locales; 
2° Que las modificaciones que fueren necesarias para adaptar la convención a las condiciones locales, puedan ser introducidas en ella. 
Cada uno de los miembros deberá notificar a la oficina internacional del trabajo la decisión que se propone tomar en lo concerniente a cada una de sus colonias o posesiones o cada uno de sus protectorados que no se gobiernan plenamente por sí mismos. 
Art. 422. –– Las enmiendas a la presente parte de este tratado, que fueran adoptadas por la conferencia por mayoría de dos tercios de votos emitidos por los delegados presentes, serán ejecutoriadas cuando hayan sido ratificadas por los Estados cuyos representantes forman el consejo de la Sociedad de las Naciones y por las tres cuartas partes de los miembros. 
Art. 423. –– Todas las cuestiones o dificultades relativas a la interpretación de la presente parte de este tratado y de las convenciones ulteriormente concluidas por los miembros, en virtud de dicha parte, serán sometidas a la apreciación de la Corte Permanente de Justicia Internacional. 
Capitulo Cuarto –– Medidas transitorias
Art. 424. –– La primera sesión de la conferencia tendrá lugar en el mes de octubre de 1919. El lugar y la orden del día de la sesión son determinados en el anexo adjunto. 
La convocación y organización de esta primera sesión serán aseguradas por el gobierno designado a este efecto en el anexo susodicho. El gobierno será asesorado en lo concerniente a la preparación de los documentos, por una comisión internacional cuyos miembros serán designados en el mismo anexo. 
Los gastos de esta primera sesión y de cualquier otra sesión ulterior hasta el momento en que los créditos necesarios hayan podido ser inscriptos en el presupuesto de la Sociedad de las Naciones, con excepción de los gastos de desplazamiento de los delegados y consejeros técnicos, serán repartidos entre los miembros en las proporciones establecidas para la Oficina Internacional de la Unión Postal Universal. 
Art. 425. –– Hasta que la Sociedad de las Naciones quede constituida, todas las comunicaciones que debieran dirigirse, en virtud de los artículos precedentes, al secretario general de la sociedad, serán conservadas por el director de la oficina internacional del trabajo, quien las pondrá en conocimiento del secretario general. 
Art. 426. –– Hasta la creación de la Corte Permanente de Justicia Internacional, las diferencias que deben serle sometidas en virtud de la presente parte de este tratado; serán dirigidas a un tribunal formado de tres personas designadas por el consejo de la Sociedad de las Naciones. 
Anexo Primera sesión de la conferencia del trabajo, 1919 
El lugar de la conferencia será Wáshington. 
El gobierno de los Estados Unidos de América será solicitado para convocar la conferencia. 
El comité internacional de organización se compondrá de siete personas, respectivamente, designadas por los gobiernos de Estados Unidos, Gran Bretaña, Francia, Italia, Japón, Bélgica y Suiza. El comité podrá, si lo juzga necesario, invitar a otros miembros a hacerse representar en su seno. 
La orden del día será la siguiente: 
1° Aplicación del principio de la jornada de 8 horas o de la semana de 48 horas; 
2° Cuestiones relativas a los medios de prevenir la desocupación y remediar sus consecuencias; 
3° Empleo de mujeres: 
a) Antes o después del parto (inclusive la cuestión de la indemnización de maternidad); 
b) Durante la noche; 
c) En los trabajos insalubres. 
4° Empleo de niños: 
a) Edad de adminisión al trabajo; 
b) Trabajo de noche; 
c) Trabajos insalubres. 
5° Extensión y aplicación de las convenciones internacionales adoptadas en Berna en 1906 sobre la prohibición del trabajo nocturno de las mujeres empleadas en la industria, y sobre la prohibición del empleo del fósforo blanco (amarillo en la industria de las cerillas). 
Seccion II –– Principios generales
Art. 427. –– Las altas partes contratantes, reconociendo que el bienestar físico, moral e intelectual de los trabajadores asalariados es de una importancia esencial desde el punto de vista internacional, han establecido, para llegar a este objeto elevado, el organismo permanente previsto en la Sección I y asociado al de la Sociedad de las Naciones. 
Ellas reconocen que las diferencias de clima, de costumbres y de usos, de oportunidad económica y de tradición industrial, hacen difícil alcanzar de una manera inmediata la uniformidad absoluta en las condiciones del trabajo. Pero, persuadidas como están de que el trabajo no debe ser considerado simplemente como un artículo de comercio, piensan que hay métodos y principios de reglamentación de las condiciones del trabajo que todas las comunidades industriales deberán esforzarse en aplicar, en cuanto lo permitan las circunstancias especiales en que puedan encontrarse. 
Entre esos métodos y principios, las Altas Partes Contratantes consideran ser de una importancia particular y urgente, los siguientes: 
1. –– El principio director arriba enunciado, de que el trabajo no debe ser considerado simplemente como una mercancía o un artículo de comercio; 
2. –– El derecho de asociación para todos los objetos no contrarios a las leyes, tanto para los asalariados como para los empleadores; 
3. –– El pago a los trabajadores, de un salario que les asegure un nivel de vida conveniente, tal como se comprende en su tiempo y en su país; 
4. –– La adopción de la jornada de ocho horas o de la semana de cuarenta y ocho horas, como objetivo a alcanzar en todas partes en que aun no haya sido obtenido; 
5. –– La adopción de un descanso hebdomadario de veinticuatro horas como mínimum, que debería comprender el domingo, siempre que fuera posible; 
6. –– La supresión del trabajo de los niños y la obligación de introducir en el trabajo de los jóvenes de ambos sexos las limitaciones necesarias que les permitan continuar su educación y asegurar su desarrollo físico; 
7. –– El principio del salario igual, sin distinción de sexo, por un trabajo de igual valor; 
8. –– Las reglas dictadas en cada país sobre las condiciones del trabajo deberán asegurar un tratamiento económico, equitativo a todos los obreros que legalmente residan en el país; 
9. –– Cada Estado deberá organizar un servicio de inspección en el que haya mujeres, con el fin de asegurar la aplicación de las leyes y reglamentos de protección de los obreros. 
Sin proclamar que esos principios y esos métodos son completos o definitivos, las Altas Partes Contratantes opinan que son apropiados para guiar la política de la Sociedad de las Naciones; y que si son adoptados por las comunidades industriales que son miembros de la Sociedad de las Naciones, y si son mantenidos intactos en la práctica por un cuerpo apropiado de inspectores, extenderán beneficios permanentes para los asalariados del mundo. 
Es traducción fiel de la publicación oficial en idioma francés emanada de la Sociedad de las Naciones. 
Buenos Aires, setiembre 5 de 1932. –– Carlos A. Alcorta, Subsecretario de Relaciones Exteriores.
 
Ley 11.722
Apruébase el Pacto de la Sociedad de las Naciones - Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina, reunidos en Congreso, etc. aprueban con fuerza de LEY
Artículo 1° –– Apruébase el Pacto de la Sociedad de las Naciones, contenido en los 26 primeros artículos del Tratado de Paz, firmado en Versalles el 28 de junio de 1919. 
Art. 2° –– Apruébanse las enmiendas a los artículos 4°, 6°, 12, 13 y 15 del pacto referido, entradas en vigor el 29 de julio del 1926 y el 13 de agosto de 1924, respectivamente, las dos primeras, y el 26 de setiembre de 1924 las tres últimas. 
Art. 3° –– Apruébanse la declaración de principios y los artículos 387 al 427 del Tratado de Paz de Versalles, que constituyen su parte XIII, referente a la organización internacional del trabajo. 
Art. 4° –– Autorízase al P. E. para abonar el importe de la cuota asignada a la República Argentina para el sostenimiento de la Sociedad de las Naciones, por el ejercicio correspondiente al año de la promulgación de la presente ley. 
Art. 5° –– Al comunicar esta ley a la secretaría de la Sociedad de las Naciones, el P. E. hará presente que la República Argentina considera que la doctrina de Monroe, mencionada por vía de ejemplo en el artículo 21 del pacto, es una declaración política unilateral, la cual prestó en su tiempo un señalado servicio a la causa de la emancipación americana, pero no constituye un acuerdo regional como lo expresa el mencionado artículo. 
Art. 6° –– El gasto que demande el cumplimiento de la presente ley se hará de rentas generales con imputación a la misma. 
Art. 7° –– Comuníquese al Poder Ejecutivo
Dada la sala de Sesiones del congreso Argentino, en Buenos Aires, a 25 de Septiembre de 1933.
Julio A. Roca  Juan F. Cafferata  Gustavo Figueroa  D Zambrano
Por tanto:
Téngase por Ley de la Nación, cúmplase, comuníquese, publíquese en el Boletín Oficial e insértese en el registro Nacional 
Justo - Carlos Saavedra Lamas
Decreto Ley 9.658/45
Dirección de Tierras. Dirección de Tierras-Ministerio de Agricultura-Tierras Fiscales-Recursos Financieros-Consejo Agrario Nacional-Reservas Indígenas Boletín Oficial, 7 de Mayo de 1945
El presidente de la Nación Argentina, en acuerdo general de ministros, Decreta:
Articulo 1. - Derógase el Artículo 77 de la Ley 12.636 y los Artículos 2 y 3 del Decreto 27.833, del 11 de octubre de 1944, por los que se incorpora la Dirección de Tierras del Ministerio de Agricultura de la Nación al Consejo Agrario Nacional.
Articulo 2. - La Dirección de Tierras funcionará como dependencia del Ministerio de Agricultura, a cuyo efecto dicho departamento proyectará la modificación del presupuesto vigente para incorporar los créditos para sueldos y gastos correspondientes al presente ejercicio. Queda a cargo de esa dependencia la administración de las tierras fiscales regidas por las Leyes 4.167, 5.559, 6.712 y 10 274, manteniéndose la estructura funcional que tenía con anterioridad al Decreto 27.833/944.
Articulo 3. - A partir de la fecha, el Consejo Agrario Nacional, manteniendo su condición de entidad autárquica, con autonomía funcional, patrimonial y financiera (Ley 12.636, Artículo 2), pasa a depender de la Secretaría de Trabajo y Previsión.
Articulo 4. - Los fondos que recaude anualmente la Dirección de Tierras en virtud de las Leyes 4.167, 5.559, 6.712 y 10.274 se destinarán a los gastos que se indican a continuación y en el siguiente orden preferencial:
a) Presupuesto de sueldos y gastos de la Dirección de Tierras. Estos recursos ingresarán a rentas generales;
b) Hasta la suma de $ 2.000.000 m/n. anuales, con destino a la Comisión Honoraria de Reducciones de Indios. Estos recursos ingresarán a la cuenta especial cuya apertura se prevé por el Artículo 6 del presente decreto;
c) El excedente constituirá un recurso del Consejo Agrario Nacional (ley 12.636, Artículo 6, inciso
d) La Dirección de Tierras ingresará mensualmente a la cuenta especial correspondiente a la Comisión Honoraria de Reducciones de Indios, hasta un duodécimo del presupuesto que el Poder Ejecutivo, con intervención del Ministerio de Hacienda, apruebe para su funcionamiento. Antes del cierre del ejercicio la Dirección de Tierras procederá al ajuste definitivo de las sumas que corresponde liquidar de conformidad con lo establecido por los apartados a) y b) de este Artículo. El Consejo Agrario Nacional ingresará a la Dirección de Tierras, a los efectos del cumplimiento del presente decreto, las sumas recaudadas hasta el presente que no estén afectadas al pago de compromisos contraídos, determinando al efectuar el ingreso las sumas que puedan provenir de sobrantes no afectados del ejercicio anterior, como así del presente año. Si el presupuesto de sueldos y gastos de la Dirección de Tierras exigiera en el futuro una afectación mayor de los recursos provenientes de las Leyes 4.167, 5.559, 6.712 y 10.274 que la prevista para el ejercicio del año 1944, se requerirá el informe previo de la Comisión Honoraria de Reducciones de Indios y del Consejo Agrario Nacional.
Articulo 5. - Queda a cargo del Consejo Agrario Nacional la administración de las tierras fiscales a que se refiere la ley 12 355, y con los fondos provenientes de la venta de esas tierras se procederá en la forma dispuesta por el Decreto 117.163, de abril 7 de 1942.
Articulo 6. - La Secretaría de Trabajo y Previsión someterá a la aprobación del Poder Ejecutivo, con intervención del Ministerio de Hacienda, el régimen definitivo de la cuenta especial Comisión Honoraria de Reducciones de Indios creada por decreto 13.802/944.
Articulo 7. - La Comisión Honoraria de Reducciones de Indios dependiente de la Secretaría de Trabajo y Previsión adoptará las medidas necesarias tendientes a incorporar al aborigen a la vida civilizada, facilitándole, además, los elementos de trabajo mencionados en el Artículo 17 de la Ley 4.167, quedando a su cargo la colonización indígena a que se alude en ese mismo Artículo y en el 66 de la ley 12.636 y sus decretos reglamentarios, correspondiendo asimismo a dicha comisión la aplicación del capítulo XIX del Decreto 10.063, de septiembre 28 de 1944.
Articulo 8. - La Secretaría de Trabajo y Previsión someterá anualmente a la aprobación del Poder Ejecutivo, con intervención del Ministerio de Hacienda, los planes de colonización que corresponden a la Comisión Honoraria de Reducciones de Indios de conformidad a lo dispuesto en el Artículo 7 del presente decreto.
Articulo 9. - En lo sucesivo no podrán dejarse sin efecto las reservas indígenas existentes en los territorios nacionales, ni reducirse ninguna superficie de tierra fiscal, ocupada o explotada por indígenas, hasta la fecha del presente decreto, cualquiera fuese su título de ocupación, sin el informe previo y favorable del Estado Mayor del Ejército y Comisión Honoraria de Reducciones de Indios. Cuando la superficie ocupada por indígenas estuviere ubicada dentro de la zona de fronteras que determina el decreto ley 15.385 de junio 13 de 1944 deberá recabarse informe circunstanciado y fundado de la Comisión Nacional de Zonas de Seguridad.
Articulo 10. - Deróganse las disposiciones que se opongan al presente decreto, que tendrá en todas sus partes fuerza de ley.
Articulo 11. - Comuníquese, publíquese en el Boletín Oficial y dése cuenta oportunamente al Honorable Congreso de la Nación.
Farrell - Perón - Ameghino - Avalos - Teisaire - Pistarini.
 

